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INTRODUCCION 
En Francia, el contrato de agencia comercial se encuentra 

regulado por el Decreto No. 58-1345 del 23 de diciembre de 
1958, relativo a los Agentes Comerciales. 

En nuestro país, no existe una reglamentación que determine 
las características de estos contratos y las obligaciones que 
suscriben las partes. Más bien, el contrato es la ley de las 
partes y convienen en él los límites de sus prerrogativas. No 
obstante, la Ley No. 3284 del 29 de abril de 1952, modificada, 
define las relaciones que comprenden la representación comer­
cial; y busca ante todo, resolver los constantes conflictos sus­
citados en esta área, causados por ruptura de las relaciones 

• Licenciada en Derecho, 1992. Este trabajo es un resumen de su tesis de grado. 
Por razones técnicas no se incluyen las notas del trabajo. 
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unilaterales por parte de la firma objeto de la 
representación, ocasionando graves perjuicios al 

representante. 
El concesionario es a su vez, un comerciante 

independiente que suscribe un contrato, cuyo ob­
jeto es la compra de mercancías y productos, 

para revenderlas bajo ciertas condiciones con­

venidas en el contrato de concesión; a condición 
de que éste le otorgue la exclusividad en un deter­

minado sector. 
Este contrato, aunque es concertado por un co­

merciante independiente que adquiere del conce­

dente los derechos sobre el producto y la marca; 
obliga al concesionario a someterse a las condi­
ciones impuestas por el concedente. 

En el contrato, el límite de sus obligaciones lo 

fijan las partes; insertando en éste, las cláusulas 
que contienen: la duración del contrato, objeto, 

zona sobre la cual actúa el concesionario, situa­
ción de las empresas al momento de la termina­
ción del mismo, las consecuencias que origina la 

ruptura del contrato antes de su llegada al térmi­
no; y la forma de solución de sus conflictos. 

En la República Dominicana la concesión comer­

cial está regida por la Ley No. 173, sobre Protec­
ción a los Agentes Importadores de Mercaderías y 
Productos, modificada por la Ley No. 263. 

Esta Ley, tiene su origen en la necesidad de 

proteger a los concesionarios o representantes de 
líneas o productos extranjeros, que luego de ha­

berles creado un mercado favorable a ~us produc­

tos, eran destituídos por el concedente; sin acor­

darte ningún tipo de derecho o reparación. La Ley 
define los sujetos de la misma y el motivo de la 
reparación, así como también el monto para el 
cálculo de ésta. 

Está sujeta a esta Ley, toda persona física o 
moral que se dedique en el pais a promover, ges­
tionar la importación, distribución, venta de pro­

ductos o servicios, alquiler, o cualquier otra for­
ma de tráfico; exportación de mercaderías o 

productos de procedencia extranjera o fabricados 

en el país; actuando tanto como agente, represen­
tante, comisionista, concesionario; o bajo otra 

denominación. 
La presentación de este trabajo cobra hoy una 

relevancia singular ya que la República Dominica­

na se prepara para insertarse en importantes co­
munidades económicas internacionales y en diná­
micos mercados regionales y hemisféricos, por lo 

que estas modalidades de convenciones constitu­

yen, en el referido contexto, idóneos instrumen­
tos jurídicos de actividad e integración econó­

micas. 

CONTRA TOS DE REPRESENT ACION Y 
AGENCIA COMERCIAL 

A. Contrato De Representación Comercial 
1. Origen 

El establecimiento de sucursales es una antigua 
institución, corrientemente utilizada en la Edad 

Media. Las grandes industrias comerciales de las 
villas italianas, tenían por costumbre fundar su­

cursales en el Mediterráneo; donde les parecía 
interesante extender sus operaciones de comer­
cio. 

Esta práctica se desarrolla en el siglo XIX. Un 

decreto de enero de 1 808, en su artículo 1 O, obli­
gaba al Banco de Francia a crear en cualquier sitio 

donde la necesidad lo mandara, varios "mostra­

dores" que a partir del 1849 tomarían el nombre 

de "sucursales". 

Al mismo tiempo, las compañías de ferroca­
rriles, instalan estaciones que al correr el tiem­

po, se convierten en verdaderos centros de acti­
vidad, dotados de una cierta autonorr.:a; pero no 
desligados del establecimiento principal. Este 

movimiento crece rápidamente extendiéndose al 
comercio detallista. 

Es frecuente que una empresa comercial, no se 

conforme con ejercer su actividad en un sólo fu-
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gar. Es asi, como organizan establecimientos se­
cundarios que funcionan bajo la autoridad de la 
casa matriz; pero cuenta con una serie de auxi­
liares, que sin formar parte propiamente hablando 
de su personal por la independencia con la que 
actúan; no obstante, esUn vinculados a él por es­
trechos lazos. 

Estos son representantes que no están ligados al 
empleador por un contrato reputado de trabajo; 
pues poseen un status especial en razón de la gran 
libertad que le es reconocida en cuanto al ámbito 
de sus actuaciones. Son estos los representantes 
independientes: los representantes de comercio, 
los agentes comerciales y los concesionarios. 

La representación es el derecho concedido a una 
persona por disposición de la ley o por acuerdo de 
voluntades para que actúe en nombre de otra. 

"Representante de comercio es la persona cuya 
profesión consiste en concertar o proponer con­
tratos de una o \ arias casas de comercio." 

Según Vicente Baldo del Castaño, "el represen­
tante de comercio es la persona que está ligada 
laboralmente a su principal, actuando con relativa 
independencia." 

"El mandato comercial es un contrato por el 
cual una persona se obliga a administrar, uno o 
más negocios, fruto de convenios que otra le en­
comienda. Se llama especialmente mandato cuan­
do el que administra el negocio obra en nombre de 
la otra persona que lo ha encomendado." 

El representante de comercio, se encuentra 
sometido a un contrato sui-generis que no es con­
siderado contrato de trabajo propiamente dicho; y 
que observa las reglas del mandato. En general, 
los principios del mandato serán aplicados en las 
relaciones del representante de comercio con los 
terceros y con su empleador. 

Son considerados mandatarios al ser autoriza­
dos por su mandante de tomar y transmitir 
órdenes; ofrecer o buscar mercanclas, o prestar 
su sel'\llclo por cuenta de mandato. 

2. Condiciones de Forma del Contrato de 

Representación. 
Desde el punto de vista de las condiciones de 

forma, es necesario que exista una convención 
que tenga por objeto la representación. En ausen­
cia de un contrato escrito, la sumisión al status 
especial es presumida, y la prueba del contrato 
puede hacerse conforme al derecho común. 

3. Condiciones de Fondo 
a. Es asi, como también le está prohibido al 

representante la realización de ninguna operación 
por cuenta personal; porque ya no estaríamos en 
presencia de un representante que áctúa a través 
de un mandato que se le ha conferido expresa­
mente, sino que actuando por cuenta personal, 
realiza la función de comerciante. 

b. El contrato de representación debe especifi­
car el objeto de la representación: ya sea, que se 
trate de venta de mercancías o representación de 
servicios, del sector donde debe actuar el mismo; 
también el contrato hará constar la exclusividad 
en el servicio a una determinada empresa. 

c. El representante debe por consiguiente, 
ejercer su profesión de una forma exclusiva y 
constante, quedando excluido del status los que 
ejerzan una actividad mixta. Estándole prohibido 
representar productos concurrentes; situación 
ésta, prevista en el contrato donde estip4lan una 
cláusula de no concurrencia. 

4. Derecho a Indemnizar 

Podrá también el representante, reclamar una 
indemnización sobre la clientela que habría adqui­
rido como fruto de su trabajo; una vez sea con­
cluido el contrato de una forma abusiva por el he­
cho del empleador; pero no es posible acordarla, 
si la causa de la ruptura fue ocasionada por una 
falta grave imputable al representante. 

Esta indemnización tiene un carácter personal 
como toda reparación; pues en caso de falleci­
miento del representante, si el contrato había sido 
interrumpido o resciliado antes de su muerte; el 



derecho a indemnización habia nacido en el patri­

monio del autor; porque corno todo mandato, éste 

llega a su fin con la muerte de su causante, aspec­

to 6ste que no ha variado en el contrato. 

S. Status Especial 
Antes de la reforma hecha a la Ley del 1 8 de 

julio de 1937, el representante de comercio era 

considerado un mandatario; aunque este mandato 

contenía en si mismo, algunas variaciones que le 

conferf a un carácter de cierta independencia en 

sus funciones. 

Luego de esta reforma, le son acordadas cier­

tas condiciones, que le otorgan un status especial, 

asegur,ndole ciertos privilegios que favorecen a 

los asalariados. 

Esta reglamentación sufrió un cierto número de 

moclflcaciones y fue complementada en Francia, 

por la Ley del 7 de marzo de 1957; luego por la 

del 9 de mayo y 20 de diciembre de 1973, hasta 

ser codificadas en los articulas L.751-1 y si­

guientes del Código de Trabajo. 

En efecto, sin privar a los representantes de 

las ventajas que le confiere la independencia con 

la que realizan ~us actuaciones, el contrato que le 

une al industrial o comerciante, constituye un al­

quiler de servicios; es decir, un contrato de tra­

bajo sometido a las disposiciones del Código de 

Trabajo. 

De esta manera, se beneficia de las mismas 

ventajas que goza un trabajador asalariado, tales 

como: régimen de seguridad social y régimen 

fiscal de personas ffsicas no sometidas al pago de 

patentes a diferencia de los comerciantes. 
6. Disposiciones Legales 

"Nuestra legislación positiva, no contenta nin­

guna disposición que sirviera de protección a los 

representantes de lineas extranjeras. La única 

\lf a disponible para obtener una reparación en 

dal\os y perjuicios ocasionada por la ruptura abu­

siva del contrato por el empleador; lo constituía 

el derecho común en materia de responsabilidad 

contractual, establecida en los artículos 1382 y 

1383 del Código Civil." 

• · Ley No. 3284 del 29 de abril de 1952 

No obstante, esta solución dada por los tribu­

nales a los constantes litigios que se suscitaban en 

esta materia, fue necesario crear una legislación 

que a la vez de definir las relaciones que com­

prendía la representación, regulara la forma de 

solución de los conflictos por incumplimiento con­

tractual por parte del empleador. 

De esta forma, nace en 1952 la Ley 3284 t itu­

lada: "Para la protección de los agen~es en el país 

de firmas radicadas en el extranjero". 

La ley nos define en primer término, cuáles 

personas incorpora corno beneficiarios de la mis­

ma: se situaba toda persona física o moral que se 

dedicara en el país a la colocación "por venta, 

gestiones en favor de la venta, alquiler o propa­

ganda" de artlculos introducidos por firmas ex­

tranjeras. Estos beneficiarios tenian derecho, en 
caso de ser destituidos o sustituidos sin causa 

justificada, a una indemnización por parte de la 

firma para la cual laboraban en el pais. 

También gozaban de este privilegio, nos men­

ciona el citado artlculo; no solamente los repre­

sentantes y agentes comerciales, sino a~emás, 

los representantes o corresponsales de las agen­

cias y empresas extranjeras distribuidoras de 

noticias. 

Esta indemnización que nos define el artículo 

1 ro. de la Ley se calculaba por un procedimiento 

que ella misma reglamentaba: se tomaba el monto 

del sueldo mensual y se multiplicaba por el 

número de arios trabajados. De esta operación, 

resultaba el monto de la indemrmización, siempre 

y cuando no fuese menor de un mes de sueldo; ni 

mayor que el sueldo de un afio; t~a fracción que 

excedía de seis meses se computaba corno equiva­

lente a un arlo completo. 

No obstante esto, al estipularse que el sueldo 

del representante podía consistir no sólo a un 
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sueldo fijo, sino también en comisiones por mer­
canclas vendidas; la indemnización a esta forma 
de retribución, se calculaba como si éste recibie­
ra un sueldo mensual, equivalente a sus entradas 
mensuales y bonificación u otros pagos, durante el 
último año o fracción de año. 

De lo anterior se desprende, que si el repre­
sentante recibla en pago, tanto un sueldo fijo 
como otro tipo de remuneración, la indemnización 
se hacia en base a ambas. Se admitia para el caso 
de la especie, todos los medios de prueba. 

La facultad de probar que existia una causa 
para la sustitución o destitución, quedaba a cargo 
de la e"1)resa representada. 

En su articulo 6, la Ley 3284 establece, la 
responsabilidad solidaria con la firma de las per­
sonas, tanto ffsicas como morales que sustituye­
ran al representante. 

La Ley contempla en su articulo 7 que: los 
agentes, representantes, distribuidores o comi­
sionistas de productos farmacéuticos extranje­
ros, debian formalizar una inscripción, en un re­
gistro que llevaba la Secretaria de Estado de Sa­
lud Pública; asl como una relación de los produc­
tos correspondientes; y que en caso de no lle­
varse a cabo, acarreaba el incumplimiento, la 
pena de multa. 

Las actas y documentos relativos a las contes­
taciones, no estaban sujetos a ningún i"1)uesto; y 

se estipulaba el carácter de orden público de la 
Ley; la cual no podía ser alterada por conven­
ciones particulares. 

Sin embargo, ella misma contenta una excep­
ción: "será inaplicable cuando de acuerdo con el 
Código Trujlllo de Trabajo, existia un contrato de 
trabajo". (Art.11, Ley No.3284). 
b. Ley NO. 6080 del ZZ de octubre de 1962 

Esta reglamentación concerniente a la protec­
ción de los agentes en el pais de firmas extranje­
ras, fue ampliada por la Ley No.6080 del 22 de 
octubre de 1962, sobre "Protección a los Agentes 
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Importadores de Mercancias o productos extran­
jeros". 

En su primer considerando, definía los sujetos 
a esta protección, que eran las personas tísicas y 
morales, que se dediquen en la República a promo­
ver y gestionar: la importación, distribución, o 
cualquier otra forma de explotación de merca­

derias o productos que tengan procedencia del ex­
terior; cuando se produzcan en su contra perj~i­
cios, que sean producto de la rescisión unilateral 
del contrato que les unía; si esto resulta de una 
forma intempestiva o abusiva, previendo los me­
dios de una reparación equitativa, a las pérdidas 
sufridas y las ganancias no devengadas por esta 
causa. 

Continúa en sus motivaciones, indicando, que 
la acciones tendientes a la reparación de daños y 
perjuicios, se regirán por el derecho común, tan­
to en lo referente a la competencia, al procedi­
miento y a la prescripción. 

El cálculo de la indemnización conforme a la Ley 
6080 COIT1)rende: 
1 ) Las pérdidas experimentadas por el agente, 

representante, comisionista, etc., por causa de 
los esfuerzos personales que hubiere realizado en 
beneficio exclusivo del negocio de que le privaba. 
2) El dinero que hubiera el representante inver­

tido para la adquisición o el arrendamiento y la 
adecuación de los locales; equipos, instalaciones, 
mobiliario y útiles aprovechabl~s en el negocio. 

3) El valor de las mercaderias o productos; 
partes, piezas, accesorios ... que tuviera en exis­
tencia; y de cuya venta, alquiler o explotación de­
jara de beneficiarse; valor que se calculaba por el 
costo de adquisición y transporte hasta su esta­
blecimiento, adicionando: los derechos, impues­
tos, cargas y gastos que tales objetos causarán 
hasta encontrarse en su poder. 

4) Los beneficios que habría éste obtenido du­
rante el tiempo que faltara a la terminación nor­
mal del contrato o de los servicios; si podía de-



Doctrina Abrll-Mayo 1992 Pég.6 

terminarse; y por un periodo que era fijado equi­

tativamente por los jueces; previo dictamen peri­

cial. En caso contrario, y que no podla exceder de 

5 ai'\os; tomándose como base el promedio anual de 

beneficios que hubiere realizado durante 3 aflos 

consecutivos de operaciones normales, o a falta 

de este dato, por la estimaci6n que se hiciere por 

un peritaje. 

Nótese que se desprende del texto citado en su 

articulo 1 ro., que el cálculo de la indemnizacl6n es 

clferente a lo que consagraba la Ley 3284, pues 

esta Ley, considera en el cálculo, no sólo los be­

neficios que dejaba de percibir el agente, sino que 

también compensaba los perjuicios ocasionados 

por otras causas expresadas anteriormente. 

Se amplía, por medio de esta disposición, el 

ámbito de protección a los agentes y represen­

tantes comerciales; siempre que la ruptura pre­

sentara las caracteñsticas de no tener causa jus­

tificada, y "un carácter intempestivo, inesperado 

y caprichoso." 

Contemplaba esta ley, la responsabilidad soli­

daria en el pago de la indermlzaci6n, de toda per­

sona que se asociara fraudulentamente al repre­

sentado, al igual que lo establecta la L~y 3284. 

(Art.3). 

De acuerdo a la misma, el procedimiento y la 

prescripción, son regidos por el derecho común y 

conserva el carácter de orden público. 

c. Ley No. 646 del 8 de marzo de 1965 

Con la ley No. 646 del 8 de marzo de 1965, se 

modfica la Ley No.6080 que regia anteriormente 

a los representantes de lineas extranjeras. 

En su (mico articulo setlala que: toda persona 

ftsica, o moral que se declque en la República a la 

venta, distribucl6n, promoción, gesti6n, etc.; se 

le confiere un derecho de reparaci6n a causa de 

los datlos y perjuicios que pueda sufrir. 

los causantes de la reparacl6n son·: la destltu­

cl6n o sustituci6n del representante sin causa j~ts­

tlficada y la resoluci6n Injusta del contrato por la 

-
acción unilateral del representado. 

la única disposición que no contenía la ley ante­

rior, era en lo relativo al establecimiento de la 

firma representada en el país; o si ésta creaba 

sucursales que fabricaran o ensar, ;blaran los pro­

ductos que el representante vendía o gestionaba 

en el país. 

Todas las demás disposiciones de la ley No. 

6080 quedaron vigentes. 

B. El Contrato de Agencia Comercial 

El contrato de agencia comercial está regulado 

en Francia por las disposiciones del Decreto No. 

58-1345 de 1958, modificado, titulado "Relativo 

a los Agentes Comerciales". El mismo, contiene 

las obligaciones y derechos que la ley le confiere 

para regular de algún modo sus actuaciones en el 

ámbito comercial. 

El agente comercial es un representante que se 

distingue del representante de comercio, estudia­

do anteriormente, por la "independencia de sus 

actuaciones que lo excluye del status especial 

consagrado a los representantes". 

En su artículo 1 ro., el Decreto No. 58-1345 

define de la siguiente manera lo que se entiende 

por agente comercial: "Es agente comercial el 

mandatario, que a titulo de profesión habitual e 

independiente, sin estar unido por un contrato de 

alquiler de servicios, negocia y eventualmente 

realiza compras, ventas, alquileres o presta sus 

sen,kios a nombre y por cuenta de productores, 

Industriales o de comerciantes". 

Podemos definir el agente comercial: como un 

mandatario comercial, que está encargado, por un 

periodo limitado o no, de concluir negocios por 

cuenta de terceros que ejercen esta actividad en 

forma profesional e independiente. 

1. Naturaleza Juridica del Contrato de 

Agencia 

a. En primer término, debemos destacar que el 

contrato que suscribe el agente comercial y su 

mandante; al no estar regido por unos cánones es-
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pecificos, se verifican tomando en consideración 
los intereses de las partes envueltas y el periodo 
de duración, que frecuentemente es por tiempo in­
definido. 

b. El papel que realiza un representante de co­
mercio y un agente comercial es muy similar, 
como lo indica la definición del articulo 1 ro. del 
Decreto. El agente comercial es un mandatario, 
que goza de una independencia mayor, en razón de 
las variantes contempladas en su contrato. Pues, 
el mismo, es un mandatario, que sin estar ligado a 
un contrato de alquiler de servicios; trata a nom­

bre y por cuenta de productores, industriales y 
comerciantes. 

c. Este mandato del Decreto 58-1345 difiere 
del mandato puro y simple contemplado en el 
Código Civil, pues en éste, el mandatario está 
provisto de un poder especial para realizar una 
determinada gestión; mientras que el mandato del 
decreto francés, es especial, ya que le es confe­
rido para realizar operaciones de forma habitual y 
continua, goza de una libertad mayor que excluye 
toda suerte de subordinación nacida del contrato 
de alquiler de servicios. 

d. Es así como el agente comercial ejerce li­
bremente su profesión, organizando a su conve­
niencia sus negocios . Ahora bien, esta libertad 
no impide que como todo mandatario rinda cuentas 
de su mandato al mandante {Art. 1993 Código 
Civil). En la práctica, esta obligación toma diver­
sas formas, la comunicación se realiza a través 
de cualquier vía disponible; y en cuanto a la pe­
riodicidad de los informes, pueden ser tanto 
quincenales, mensuales, etc., dependiendo de las 
necesidades del negocio. 

e. El agente comercial, no es un comerciante, 
porque él no realiza actos de comercio, más que 
por cuenta y a nombre de su mandante. 

C. Caracteres Distintivos de Algunos 
Contratos Comerciales 

Conviene distinguir otros representantes co-

merciales que guardan en si, cierta relación tanto 
con el representante,como con el agente de co­
mercio. 

Asi pues, los representantes de comercio, son 
considerados como auxiliares del empresario, al 
que están ligados por un contrato de alquiler de 
servicios, reputado laboral; los cuales actuando 
con un cierto margen de independencia, se enmar­
can dentro del status especial de protección que le 
confiere un contrato reputado de trabajo. El no es 
corno el agente comercial, un mandatario que goza 
de una cierta independencia para realizar sus fun­
ciones; es un asalariado que presta su servicio 
con carácter de exclusividad para una determina­
da empresa. 

El representante de comercio debe, necesaria­
mente, ser una persona física. Sín embargo, para 
el agente comercial puede tratarse tanto de una 
persona física como moral que desempeñe estas 
funciones. 

-Corredores y Comisionistas 

El articulo 632 del Código de Comercio, reputa 
actos de comercio, la operación de corretaje sin 
definirla. No obstante, el artículo 77 del mismo 
código, enumera diversas categorías de corre­
tajes, entre estos tenemos: los corredores de 
mercancías, de seguros, corredores intérpretes y 
fletadores de buques y corredores de transportes 
por tierra y agua. 

De manera general, el corredor no concluye el 
contrato por cuenta de su cliente o comitente. El 
busca por su propia cuenta un contratante, pre­
para la conclusión del contrato, tratando de que 
las partes lleguen a un acuerdo, preparando el 
acto en-calidad de intermediario. 

En, cuanto a los comisionistas, el artículo 94 
del Código de Comercio, nos brinda una definición 
del comisionista disponiendo que: "el comisionista 
es aquel que trata en su propio nombre, o bajo un 
nombre social por la cuenta de un comitente". Al 
contrario del agente comercial que trata a nombre 
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y por cuenta de su mandante. 
2. Las Obligaciones del Agente Comercial 

a. En Francia, el agente comercial no está obli­
gado, como en el representante de comercio, a 
tener una carta de identidad profesional. Este 
debe antes de comenzar el ejercicio de sus activi­
dades, hacerse matricular bajo un Registro Espe­
cial incorporado al Tribunal de Comercio. 

b. De Igual forma, debe como todo mandatario, 
ejecutar las obligaciones derivadas de su manda­
to; conforme a las cláusulas estipuladas en un 
contrato, él es responsable del perjuicio que pue­
da ocasionar la inejecución o ejecución defectuosa 
de su mandato. 

c. Asimismo, puede beneficiarse de una con­

vención de exclusividad, de una convención de 
consignación de mercaderías en vista de entre­
garla por si mismo a la clientela. 

d. El contrato de agencia comercial debe obli­
gatoriamente ser constatado por un escrito que 
indicará la calidad de las partes contratantes 
(Art. 1 ro. nnea 2 del Decreto del 23 de diciembre 
de 1958). 

e. La duración del contrato puede ser tanto 
por tiempo definido como indeterminado. La ju­
risprudencia considera que un contrato de dura­
ción determinada, puede ser renovado por varios 
periodos más, sin que esto le imprima un carácter 
indefinido al mismo. 
3. Registro Obligatorio 

El agente de comercio francés, por otra parte, 
debe "antes de iniciar el ejercicio de sus activi­
dades", matricularse en un Registro Espécial en la 
Secretarla del Tribunal de Comercio o en el Tribu­
nal de Primera Instancia en atribuciones comer­
ciales, del domicilio de su competencia. En efec­
to, hará constar una declaración que contenga la 
aflrmacl6n de que él ejerce la profesión dentro de 
las condiciones previstas por la reglamentación en 
vigor. (Decreto No.58-1345). Adjunta a esta de­
claracl6n deberán figurar los documentos que jus-

tifiquen el mandato. 
Si se trata de una persona física depositará los 

siguientes documentos: 1 ) Algún tipo de identifi­
cación personal. 2) El permiso para ejercer el 
comercio en Francia; 3) Un ejemplar del contrato 
demandato; 4) Un documento que pruebe que 
éste, tiene un seguro para desempleo o que está 
afiliado a una caja de subsidios familiares. 

Cuando quien ejerza esta actividad sea una per­
sona moral, siempre deberá presentar un ejem­
plar del contrato de agente de comercio. Pero, 
cuando se trate de una sociedad comercial, ésta 
deberá presentar además, un extracto del Regis­
tro de Comercio. 
4. Obligacion de Indemnizar 

El Decreto No. 58-1345 contempla en su 
artículo 3, párrafo 2do. la obligación de indemni­
zación del mandante al agente, en varia hipótesis: 
en caso de rescisión injusta del contrato, si es 
por tiempo definido, procede. Pero, cuando el con­
t rato se suscribió de forma indefinida, la indem­
nización se fundamenta en la rescisión injusta del 
contrato. 

En lo referente al cálculo de la indemnización, 
los tribunales franceses, toman en cuenta algunos 
de los siguientes factores: entre otros, la pérdi­
da de los beneficios futuros, es decir; el lucro ce­
sante, el cual se calcula tomando como base el 
promedio de las comisiones obtenidas duran.te los 
últimos años. Se tiene en consideración también, 
el daño emergente; es decir, las pérdidas que le 
hubieren ocasionado los gastos de instalación y de 
explotación del negocio. Además de esto, las in­
demnizaciones laborales que haya tenido que pagar 
el mandatario a sus empleados, a consecuencia de 
la ruptura del contrato. 

Igualmente para el cálculo anterior, entra en 
juego, el daño moral sufrido por el mandatario a 
consecuencia de la ruptura injusta del contrato. 

Asimismo se toma en cuenta en este cálculo el 
precio que el agente hubiera exigido para ceder 
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sus derechos, reconocido en el contrato de agente 
de comercio. Esta cantidad se determina sobre la 

base de dos af\os de comisiones calculadas sobre 
el promedio de los tres últimos af\os. En conse­
cuencia, el monto de la indemnización cubre, no 
solamente el valor que tiene la clientela desarro­

llada por su propia gestión ,como agente de comer­
cio, sino también aquella que adquirió por diligen­

cias de su mandante. 

-Importancia del contrato 

El contrato de agencia asegura al mandatario li­
gado a éste: 

Primero: Libertad de contratar, enmarcado 
siempre en el ámbito que le confiere su mandato. 

Segundo: Tanto el representante como el 

agente comercial se benefician de una indemniza­
ción, en caso de ruptura unilateral del contrato de 

representación y agencia, por el mandante; evi­

tando así que el mandato ( como todo mandato or­
dinario) sea revocable "ad nutum", es decir, a 
voluntad de las partes, sin compensación cuando 

las condiciones del status de agente comercial se 
aplican. 

Tercero: El contrato, entre el agente comer­

cial y su mandante, es un mandato concluido en 
"interés común". De ahí que no pueda ser revoca­

do más que debido al consentimiento mutuo de las 

partes, por motivo legitimo reconocido en justi­
cia, o en aplicación a cláusulas y condiciones 

especiales del contrato. (Art.3 Decreto del 23 de 
diciembre de 1958). 

Cuarto: La indermización tiene un carácter de 
orden público, por lo cual no serla ncito incluir en 
el contrato de agente de comercio una cláusula en 

virtud de la cual el agente renuncie a su derecho a 
ser retribuido. No obstante, podrlan estipularse 
en el contrato, los elementos a tomar en cuenta 

para el cálculo de la indemnización, siempre que 

se retribuya de forma equitativa el daf\o ocasio­
nado al agente. 

ESTRUCTURAS CONTRACTUALES DE LAS 

CONCESIONES EXCLUSIVAS 
El contrato de concesión comercia~ en su es­

tructura, implica la atribución de un monopolio de 
exclusividad de venta a comerciantes; haciéndoles 
participar en un sistema organizado de comercia­

lización de sus productos por parte del concedente 

o fabricante. En este caso, se asimila la conce­
sión comercial a la exclusividad de venta. Rela­

ciones éstas dominadas por la idea del consensua­
lismo, al estipular las partes en el contrato, las 
modalidades que adoptarán en sus negociaciones 

por medio de las cláusulas que insertan al contra­

to de concesión, que no son más, que la expresión 
escrita de la libre voluntad de las partes contra­
tantes. 

En este sentido, lo que interesa a las empresas 
al constituir el contrato en su conjunto es: lograr 

una cohesión interna efectiva, procedente de la 
organización de los mercados destinados a dis­
tribuir y comercializar sus productos. Es así 
como existen contratos similares que establecen 

convenios económicos, designados por los térmi­
nos genéricos: "acuerdos de empresas" o de "con­
venciones de afiliación". 

En lo concerniente a estos contratos, la par­
ticularidad de las concesiones exclusivas, procede 

del tipo de relaciones creadas por las partes; re­

laciones a la vez bilaterales entre el productor y 
el distribuidor unidos por la convención; y multi­
laterales por parte del intermediario del primero, 
que establece una red de distribución de los pro­

ductos adquiridos con destino a colocarlos en el 
mercado, donde serán comprados a su vez, por 

los consumidores finales. Es así, corno se entre­

mezclan nociones tanto del derecho contractual 
corno del comercial. 

La concesión confronta en Francia dificultades 

en cuanto a la determinación del tipo de relaciones 

que nacen del contrato mismo, por la cuasi­
ausencia de soporte legislativo en esta materia. 
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A pesar de ser la convención la ley entre las 
partes, en razón del "refus de vente" (negación de 

venta) y de prestaciones de servicios, los conce­
sionarios exclusivos, se encuentran limitados, ya 
que esto implica la negación del concedente de 
vender a terceros no concesionarios, e incluso 

por parte del concesionario de vender a clientes 
situados frente a la zona de responsabilidad prin­

cipal que le ha sido atribuida por el contrato de 

concesión. 

A las disposiciones restrictivas de la libertad 

contractual en derecho francés, se unen por moti­
vos de orden público económico, similares sin ser 

Idénticas, las disposiciones de la legislación 
económica, poniendo igualmente en causa, la 
suerte de las convenciones de concesión exclusi­
va, en la medida en la cual las partes contra­
tantes, se reparten sus mercados contrario a los 

objetivos del Tratado instituido por la Comunidad 
Económica Europea. 

Para ver realizados estos objetivos, las auto­

ridades europeas toman en cuenta no sólo su con­
cepto de unificación de su economía asegurando 
asl, la fluidez del mercado europeo, como la liber­

tad del comercio. 
En este sentido, el régimen jurldico que rige las 

concesiones exclusivas, permite a las partes in­
tervinientes, un amplio margen de libertad de or­

ganizar sus obligaciones bilaterales; y de inser­

tarlas en un sistema constitutivo de un grupo 
comercial de concesionarios. 

Las cláusulas que acuerdan las partes al reali­
zar su contrato, no es posible que las catalogue­
mos de concesión exclusiva, mb que si ellas 

otorgan al concesionario un monopolio de reventa 
en un sector determinado. 

Este monopolio esté contenido en una cléusula 
en el mismo contrato que suscriben las partes, 
por la cual el concedente se obliga a abastecer de 
forma exclusiva un distribuidor detallista _o ma­

yorista; teniendo a su vez de contraparte, la 

obligación recíproca del concesionario de comprar 
exclusivamente al concedente, los productos que, 

él revende a su clientela. Este (foble vinculo de 

exclusividad es lo que da nacimiento al verdadero 
contrato de concesión exclusiva. 
A. Concesi6n no atributiva de una zona 

de responsabilidad principal del 
Revendedor. 

Esta es una categoría de concesión, la cual se 

subdivide tomando en consideración dos criterios: 

atribuyéndole al revendedor, un derecho de dis­

tribución preferencial constitutivo de una agréa­

tion (acuerdo); o reforzándole con cláusulas que 
ponen a su cargo obligaciones de compra o de re­

venta exclusiva de un producto, o de una marca 
determinada. 

1. Distribuci6n preferencial simple: 
agréation (acuerdo) 

a. Objeto de la agréation (acuerdo) 

La agréation (acuerdo) puede ser definida 

como: "el efecto de un convenio concluido entre el 
productor y un comerciante elegido por él, y 
aceptando ser considerado a los ojos de la cliente­
la, como un distribuidor preferencial de los pro­
ductos fabricados por el primero". En contrapar­

tida, el comerciante designado como un 

distribuidor agrée (consentido), asume con los 

otros, habiendo recibido una habitación idéntica, 
"un servicio tácito" de explotación de los produc­

tos, participando de una forma continua y según 
las modalidades convenidas a su comerclallzación. 

la agréation procede de un contrato por el 

cual un productor, confiere a título preferencial a 
un comerciante que acepta la calidad de distribui­
dor oficial de sus productos. 

El comerciante designado como distribuidor 
agrée, asume entonces con los otros revende­

dores que han recibido una habilitación idéntica, 
una suerte de obligación de explotación de un pro­
ducto; comercializándolo de una manera continua, 

y según las modalidades convenidas. 



Doctrina Abrll-Mayo 1992 Pég. 11 

Los distribuidores agrées asumen en la 

práctica una función comparable a la de un conce­

sionario exclusivo, con la diferencia, de que nin­
guna de las partes contratantes aliena su auto­
nomla jurldica y su independencia económica. 
Estas se someten a sus propias reglas estipuladas,· 
previamente, procedentes de los intereses perso­
nales de ambas. 

La agréation (acuerdo, convenio) reviste un 

carácter "intuitu personae" que la une más a la 
persona del revendedor, que a su fondo. Pero por 
otro lado, cuando el producto o la marca goza de 

gran notoriedad, la agréation se convierte en un 

elemento del fondo de comercio; susceptible de 
acrecentar notablemente su valor. 

b. Interés práctico de la agréation 
La agréation responde a necesidades comple­

mentarias de las firmas de producción y distribu­
ción. 

De un lado, como si se tratara de una conce­
sión comercial, en razón de la exclusividad creada 
por la clientela, unida tanto a la marca como al 

establecimiento; el productor puede orientarse y 
seguir la comercialización de sus productos hasta 
su fase final, donde son vendidos a la clientela, en 
condiciones consideradas como óptimas, pues en 
cambio, no existiría acuerdo de agréation . 

En derecho, cada parte conserva su libertad 
comercial. El productor puede abastecer a los 
compradores; y proveerse donde mejor convenga 
a sus necesidades y las de su negocio. En hecho, 
el productor no necesita de otros distribuidores, 
más que de comerciantes agrées. 

De esta manera, la agréation satisface las ne­

cesidades del comercio, sin que las relaciones de 
las partes caigan bajo el dominio de la legislación 
económica prohibitiva de cláusulas que desencade­
nen en "le refus de vente" (negación de venta) 
convirtiéndolo en delito. La Circular del 31 de 
marzo de 1960, asimila la agréation (acuerdo) a 

las concesiones exclusivas, pero ella no produce 
en principio, efecto a esa asimilación. Tomaremos 
en cuenta situaciones de hechos resultantes de 
convenios que desembocan en sistemas de exclu­
sividad a las mismas reglas que generan el con­
trato que confiere el monopolio de reventa. 

En las relaciones que llevan a cabo las partes, 
notamos sin embargo, que un contrato de agréa­

tion implica un convenio recíproco de las partes 

que produce sus efectos, pero que no puede ha­
cerse valer como promesa de contrato. 

1) Las cláusulas que contienen alineación de 

la libertad comercial de las partes 

Existen sin duda, una gran diversidad de 
cláusulas a las cuales pueden recurrir los intere­
sados al convenir el contrato. A pesar de su di­
versidad, podemos clasificarlas, siempre y cuan­
do tomemos en consideración el grado de 
alienación a la libertad comercial que ellas contie­
nen. 

Estamos en presencia de una cláusula de obli­
gación unitaleral de venta, cuando el distribuidor 
suscribe unilateralmente una obligación exclusiva 
de compra; mientras que el productor no aliena, 
por su parte su libertad. En tanto, el productor se 
obliga a no vender más que a determinados pro­
ductores. Se trata aquí, de la cláusula que prevee 
la obligación unilateral de venta. 

En fin, las obligaciones pueden combinarse, 
concedente y concesionarios limitan su libertad 
recíprocamente. El cúmulo de obligaciones mutuas 
estipuladas por las partes, es el elemento califi- 1 
cativo del contrato de concesión comercial pro­
piamente dicho. 

Examinaremos sucesivamente, las cláusulas 
que contienen en primer lugar, una obligación uni­
lateral de compra; y en segundo lugar, una obliga­
ción unilateral de venta. 

a) Cláusulas que contienen una obligación 
unilateral de compra 

La obligación unilateral de compra la definire-
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mos: como un compromiso estipulado por un co­
merciante de comprar las mercandas serlaladas 
en el contrato que le une a su productor, con fines 
de revenderlas. 

En la práctica, esta obligación toma el nombre 
de exclusividad de aprovisionamiento. Esta es una 
calificación que pone en relieve su finalidad: el 
productor se asegura de la fidelidad de sus dis­
tribuidores; siendo ésta la condición de las ventas 
futuras, según las modalidades preestablecidas 
por el contrato, en función de la organización del 
mercado. la obligación es en si, una promesa de 
fidelidad y de compra. 

En efecto, el comerciante en lo adelante, se 
abstendrá de adquirir mercancías de otros pro­
veedores concurrentes. En este sentido, el com­
promiso del distribuidor constituye jurídicamente 
una obligación de no hacer, o mejor aún, una 
obligación de no-concurrencia sobre el mercadq de 
los productos del concedente. 

la obligación unilateral de compra, implica una 
acción, o más bien, una promesa de diligencia y de 
finalidad. Forzosamente, debe el comerciante 
proveerse de la fábrica del productor. Está suje­
to a la obligación que ha suscrito. la obligación de 
diligencia del concesionario, tiene una marcada 
importancia en el terreno de la prueba. Ya que en 
presencia de una inejecución total o parcial de la 
obligación de diligencia suscrita por el concesio­
nario, la sanción, que es la resolución del contra­
to, se encuentra plenamente justificada. 

De lo anterior se desprende que, las ventajas 
acordadas por el concedente en contrapartida del 
compromiso, desaparecen con la resolución del 
contrato. 
b) Qáusulas que contienen una obligación 

unilateral de venta 

la obligación unilateral de venta procede de un 
acuerdo concluido entre un productor, que se 
compromete a entregar su producción a un _comer­
ciante que la compra con fines de revenderla. Di-

cho de otra fonna, el concesionario adquiere del 
productor, el derecho de obtener la entrega de su 
producción, sin ser por su parte, limitado en su 
comportamiento en el mercado. 

En este sentido, mientras el concedente aliena 
su libertad comercial, limitándose a abastecer 
s61o este comerciante; él es libre de comprar 
mercancías a otros productores concurrentes 
para revenderlas; pues no está obligado de apro­
visionarse exclusivamente de un solo concedente. · 

El concedente en sí, no está sujeto a tal exclu­
sividad, a menos que ésta sea estipulada expresa­
mente en el contrato de concesión. El es libre de 
abastecer a cualquiera que así lo requiera; mien­
tras que el concesionario pierde toda libertad de 
aprovisionarse, luego de suscribir el contrato, 
según su elección. 

2. Dístribucí6n preferencial reforzada 
Nos referimos a la distribución preferencial 

reforzada, cuando las partes se comprometen en 
sus obligaciones, convirtiéndose en dependientes 
la una de la otra, en las relaciones comerciales 
con r~pecto a la clientela. Sin form;:r una unidad 
económica verdadera y homogénea, las empresas 
se afilian en un interés común, como medio de 
preservar el mercado ya creado. 

Por estos motivos, para llevarse a cabo el 
convenio entre ambos, se compromete el reven­
dedor a comprar sólo al fabricante, los productos 
para revenderlos. El compromiso realizado por el 
revendedor, da lugar al contrato de aprovisiona­
miento exclusivo. A la inversa, el fabricante 
puede comprometerse a no vender más que a un 
detenninado mayorista. El convenio realizado por 
el fabricante, da lugar al contrato de suministro 
exclusivo. 
a. Contratos de Aprovisionamiento Exclusivo 

1 ) Objeto del contrato 
la obligación unilateral de venta, se origin·a en 

un acuerdo concluido por un productor, que se 
compromete a entregar su producción a un comer-
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ciante, la cual adquiere con fines de revender1a. O 
sea, el concesionario adquiere del productor, el 
derecho de obtener el em,fo de su producción, sin 
ser limitado en el mercado. 

,El fabricante beneficiario del contrato, tiene la 
obligación de satisfacer, como prioridad, los en­
cargos de su cliente. La inejecución o la mala 
ejecución de este compromiso, pone a cargo del 
fabricante, la responsabil idad por los daños y 

perjuicios; así como a la resolución del contrato. 
El contrato de aprovisionamiento exclusivo, 

contiene generalmente, una cláusula que establece 
que deben ser realizadas un mínimo de compras; 
mientras que el fabricante está obligado a abas­
tecer sin demora al revendedor. 

En cuanto a la duración del contrato, general­
mente se suscribe, por un período más o menos 
largo; pero se nos presenta el problema de en 
cuánto debe ser fijado el plazo. Jurisprudencial­
mente, a falta de legislación en este aspecto, se 
fija el mismo, por una duración que no exceda de 
los diez años. 

Cabe preguntarse, cuándo un contrato se ex­
tiende por un periodo más o menos largo, cuáles 
serán las modalidades convenidas en cuanto a fi­
jar el precio de compras despachadas por el 
concedente al concesionario revendedor. 

Por una cláusula del contrato, generalmente 
convienen, que el precio de venta del concedente 
al concesionario, será el de la tarifa en vigor al 
dla de cada orden. 

Esta cláusula nos hace referencia al artículo 
1 583 del Código Civil, que precisa que "la venta 
es perfecta entre las partes, y la propiedad queda 
adquirida de derecho por el comprador, respecto 
del vendedor, desde el momento en que se con­
viene en la cosa y el precio ... " 

Desde este punto de vista, será determinado el 
precio en relación con la tarifa en vigor; el con­
trato no puede ser tachado de nulo a falta de un 
elemento esencial a la validez de las ventas y 

compras venideras. En caso de no precisarse el 
precio de venta podrá, efectivamente, ser anula­
ble el contrato de aprovisionamiento exclusivo. 

Consecuentemente, cuando es indeterminable 
el precio; y las partes no pueden estipularlo de 
común acuerdo para realizar la venta, estamos 
frente a una característica esencial de toda ven­

ta, la del "precio determinable", estando pues, 
privado de uno de sus elementos esenciales, de 
validez como de su ejecución y debe ser declarado 
caduco. 

Si la indeterminación del precio existe desde el 
origen del contrato, éste es nulo desde su conclu­
sión. 

Si por las circunstancias económicas se hace 
difícil estipular un precio preciso al conducir el 
contrato, deben a lo menos, las partes, fijar los 
márgenes de ganancia aproximados, a cada una de 
ellas. 

A opinión de Jacques Ghestin, en ausencia de 
acuerdo sobre el precio, la cláusula de aprovisio­
namiento exclusivo es inaplicable. 

2) Interés práctico de los contratos de 
aprovisionamiento exclusivo 

Son múltiples las ventajas que se derivan del 
contrato, así vemos que el comerciante tiene la 
certeza de que las mercancías que él contrata, 
lleguen a sus manos con la calidad y en el tiempo 
convenidos. El productor por su parte, cuando 
reúne un número suficiente de comerciantes, ase­
gura la circulación y despacho contínuo de sus 
mercancías. 
3) Duración y validez del contrato 

En principio, la duración del contrato no puede 
ser superior a los diez años. En efecto, el 
artículo 1 ro. de la ley del 14 de octubre de 1943, 
a este respecto nos dice: "está limitado a diez la 
duración máxima de toda cláusula de exclusividad 
por la cual el comprador, cesionario o locatario de 
muebles se obliga cara a cara con su vendedor, 
cedente o arrendador, de no hacer uso de objetos 
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semejantes o complementarios procedentes de 
otro proveedor". 

Si las partes, al concluir el contrato desean 
renovarlo, la duración legal del mismo, no podrá 
exceder de lo estipulado en el anterior. El 
articulo 2 de la ley precitada de 1 943 establece 
que "las dáusulas de exclusividad contenidas en la 
nueva convención llegan a su fin a la misma fecha 
que la que figura en el primer contrato". 

En este sentido, las cláusulas de exclusividad 
de compra que no se encuentran sometidas a la 
aplicación de la ley del 14 de octubre de 1943, 
son lícitas a concición de ser limitadas en el tiem­
po y por un periodo de tiempo no excesivo. 

No obstante esta aclaración, a pesar de ser 
estipuladas por larga duración, siempre y cuando 
no sean ilimitadas en el tiempo, una convención de 
exclusividad de aprovisionamiento, no puede ser 
anulada bajo el fundamento de la teoría de la im­
previsión, en vista de que, el contrato es en sí, 
por esencia, un acto de previsión, donde han ex­
presado sus voluntades conscientemente. 
B. Concesiones atributivas de una zona 

de responsabilidad principal del 
concesionario 

Existe una suerte de contratos de concesión, en 
los cuales se delimita el radio de acción del conce­
sionario. Esta limitación se evidencia por la 
atribución de una zona territorial de exclusividad; 
en la cual el titular no debe sobrepasar los 
márgenes atribuidos a concesionarios vecinos, ni 
tampoco penetrar en esta zona apropiándose de la 
clientela. 

Esta reglamentación prevee, que el concedente 
se obliga a no vender sus productos mas que a un 
concesionario ubicado en el interior del perlmetro 
delimitado en su zona de responsabilidad principal. 

La exclusividad de compras, se desdobla a su 
vez, en una de venta, convirtiéndose en un con­
trato sinalagmático de derecho común, donde cada 
exclusividad es la causa de la otra. 

Entre las relaciones sinalagmáticas, se inserta 
una especie de orden colectivo, donde las partes 
se guían sobre normas convenidas para dar naci­
miento a una "unidad económica" funcional, en la 
cual cada empresa miembro, es una célula descen­
tralizada, en la que su función implica un monopo­
lio de reventa. 

Se protegen, en todo caso, las modalidades es­
tipuladas en el contrato, si estas producen efectos 
en las relaciones del concesionario y el conce­
dente; o al contrario, se entiende por intermedia­
rio de este último a otros concesionarios a los 
cuales hace la obligación de respetar la exclusivi­
dad territorial concedida a cada uno de ellos. En 
el primer caso, el contrato contiene una cláusula 
atributiva de una zona, de responsabilidad princi­
pal, sin obligación acordada por el concedente de 
hacerla respetar por sus demás co-contratantes. 
En el otro caso, la atribución de una zona, de res­
ponsabilidad principal, es reforzada por cláusulas 
de responsabilidad principal. 
1. Zona de responsabilidad principal sin 

proteccion territorial del Concesionario. 
a. Mantenimiento de un margen de concurrencia 

entre los concesionarios de una misma marca 
Una exclusividad de reventa, no se concibe sin 

una base territorial determinada en función de una 
clientela. 

El contrato presenta un aspecto interesante: se 
trata del margen de concurrencia que subsiste, al 
menos a título potencial, en interés del conce­
dente. 

Esta cláusula en su esencia, busca prevenir las 
distorsiones en la calidad de los servicios que 
oferta la empresa, así como los precios de la re­
venta. La concurrencia guarda una marcada im­
portancia, en todo cuanto sea el mejoramiento; 
tanto del producto, su calidad y los precios de 
oferta en el mercado, pues entre los concesiona­
rios, cuando uno de ellos mejora abusivamente los 
precios o descuida notablemente la calidad de ven-
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ta o reventa; corre el riesgo, en su sector, de que 
la clientela abandone el producto, dando preferen­
cia a marcas similares concurrentes. 

b. Acceso a los productos o servicios por los 
terceros no concesionarios invocando la legis-

lación sobre "refus de vente" 

las concesiones exclusivas pueden desembocar 
en. las reglamentaciones de derecho interno relati­
vas a la negación de venta. 

El concedente que se rehúsa a satisfacer la de­
manda de abastecimiento de un comerciante ,o 
concesionario; puede ser Inculpado por aplicaciv. 
del articulo 37-1-a de la Ordenanza No.45-1483 
del 30 de junio de 1945, modificada por el Decre­
to No. 58-545 del 24 de junio de 1958, que con­
templa "le refus de vente" (negación de venta) 
como delito, cuando el concesionario ha obtenido 
por el contrato, la concesión exclusiva de los pro­
ductos en su sector. 

Si como consecuencia de una orden de suminis­

tros emanada de un tercero, el contrato no es 
considerado como un hecho justificativo del deli­
to, el concendente se encuentra en el dilema de: 
negarse a vender y ser condenado penalmente pa 
el delito en aplicación al articulo 37-1-a o bien, 
satisfacer la demanda exponiéndose a una acción 
judicial en responsabilidad ejercida por el conce­
sionario; bajo el fundamento de inejecución de un 
compromiso de suministro exclusivo. 

El concedente, no puede más que invocar el 
contrato para obligar el concesionario a respetar 
sus obligaciones. El concesionario podria invocar 
sólo dos hechos justificativos al delito, pero nun­
ca exponer como hecho justificativo, el contrato 
de concesión en si mismo. ' 

Estos hechos justificativos admitidos, conforme 
al articulo 37-1-a, invocan que un ·productor, ar­
tesano o comerciante, no puede legitimamente re­
husarse a satisfacer una orden más que si ella 
presenta un "carácter anormal" o "emana de un 
demandante de mala fe". 

Estos términos, no definidos por el legislador, 
son empleados en un sentido jurídico, para expre­
sar que solamente pueden ser derogados, por mo­
tivos graves al derecho reconocido a todo comer­
ciante de ser aprovisionado por un productor, 
bajo el fundamento de la ley 2-1 7 marzo 1 7 91 , 
relativa a la libertad de comercio y de industria. 

Así también, la negativa de vender puede ser 
justificada, cuando el fabricante que rehúsa apro­
visionar a un tercero, demuestra que la mejoría 
del servicio ofertado a los consumidores en la 
distribución de sus productos depende del funcio­
namiento de la concesión comercial ·dentro de los 
sectores concedidos. Aunque a veces, resulte una 
prueba muy difícil de demostrar. 

En segundo lugar, la concesión exclusiva no 
puede ser invocada como un hecho justificativo 
mas que si ella priva al concesionario de la liber­
tad de fijar a su voluntad, el precio de reventa de 
los productos. 

En tercer lugar, las partes contratantes deben 
limitar reciprocamente su libertad comercial; lo 
que significa que la concesión comercial, debe 
contener una cláusula de aprovisionamiento sus­
crita por el concesionario en provecho del conce­
dente que se compromete en contrapartida, a no 
vender mas que dentro del sector concesionado. 

En vista de esto, la zona de actividad del con­
cesionario, debe ser delimitada de forma precisa. 
Una negación de venta, no puede ser lícitamente 
opuesta aun tercero, en una zona en la cual, el 
abastecedor haya ajustado la exclusividad de la 
distribución del producto, entre varios comer­
ciantes. 

La sanción de la negación de venta, tiene como 
finalidad la protección del interés general, más 
que del interés particular de comerciantes no con­
cesionarios, víctimas de esta negativa por parte 
de un concedente. 
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C. Zona de responsabilidad principal 
reforzada de proteccl6n territorial de 
los concesionarios 

1. Analisis jurldico y ventajas prlcticas en las 

relaciones de las empresas afiliadas 
Cuando la concesión Implica una cláusula de te­

rritorialidad reforzada, por la cual el concesiona­
rio se obliga hacia su concedente a no sobrepasar 
los Umites fijados dentro de su sector, cada con­
cesionario al suscribir un acuerdo de esta natura­
leza, se compromete a respetar el monopolio te­
rritorial de los demás concesionarios. 

Por consiguiente, un concesionario no puede 
aprovisionar un cliente domiciliado fuera de su 
sector, sin Infringir una de las obligaciones esen­
ciales del contrato de concesión exclusiva. 

Esta cl6usula encuentra su justlflcacl6n 
econ6mlca en la finalidad promoclonal de su pro­
ducto, o de una marca que tenga por destino el co­
mercio Internacional. 

La protección territorial reforzada de los con­
cesionarios, lejos de ser temida por la clientela, 
tiene mis bien un efecto estiroolante sobre la con­
currencia; pues asegura que los productos oferta­
dos, ofrezcan una calidad 6ptlma, donde los con­
sumidores se _benefician de las condiciones que 
ofertan las marcas concurrentes. 

El derecho "Antitrust" europeo considera que la 
concurrencia entre productos similares o de mar­
cas diferentes es la condición fundamental de la 
transformación de las estructuras y del rol de la 
exclusividad. 

El monopolio de reventa es concedido directa­
mente al concesionario detallista, como un medio 
racional de participar del servicio de explotación 
del concedente, pues la cláusula de territorialidad 
tiene por efecto: asegurarte, bajo una forma posi­
tiva, una exclusividad de clientela y, bajo una 
forma pasiva, engendra una obligación de no ven­
der a clientes establecidos fuera de su sector. La 
lnejecuclón de la obligación de no vender fuera del 

sector concedido, constituye una falta justificati­
va de ruptura del contrato en per:fodo contractual. 
Esta falta, puede ser imputada al concedente, que 

acordando una concesión a un tercero sobre una 
porción de la zona concedida, lo que sobrepasa el 
alcance convenido en el contrato. 

La cláusula de territorialidad puede ser refor­
zada en un grado distinto; cuando los concesiona­
rios se comprometen en relación al concedente, no 
solamente a no vender a clientes no domiciliados 
en su sector, sino que Igualmente impone a sus 
propios clientes la obligación de no "exportar" 
fuera del sector donde has sido comprada la mer­

cancla. Es en este caso donde se denomina la 
cláusula de exclusividad corno absoluta. 
2. Obsticulos a la licitud procedentes de 

la concurrencia en el derecho "antitrust". 
El derecho francés de la concurrencia no trata 

las concesiones exclusivas en el sentido que el 
derecho antitrust europeo otorga a este término, 
en una concepción econ6mlca, donde cada contrato 
es considerado en sl mismo Independiente de. la 
unidad económica en la que él participa; siendo 
puesto en conjunto con otros contratos por el co­
merciante. "Le refus de vente" (negación de ven­
ta) opuesta a un tercero por el concedente, es 
único en naturaleza, de hacer parecer el contrato 
sobre la escena jurldica, bajo la callfica~ión de 
acuerdo bilateral de exclusividad de venta. 

Poco importa en relación a la concurrencia, que 
el contrato contenga o no una cláusula de protec­
ción territorial del concesionario, puesto que la 
concesión exclusiva no puede ser un hecho justi­
ficativo de la negación de venta imputada al 
concedente. La concesión exclusiva debe contri­
buir al mejoramiento del servicio rendido a la 
clientela y no limita la libertad del concesionario 
por cláusulas de precio fijo, Impuestos a la re­
venta. Juridicamente la mercancla, por efecto de 
una limitación reciproca de la libertad del conce­
dente y del concesionario, puede someterse a un 
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doble lazo de exclusividad: de abastecimiento y 
suministro. 

En lo que toca al fondo del derecho, estas 
concesiones que tienen un carácter de exclusivi­
dad, son consideradas como acuerdos regidos por 
las disposiciones del artfculo 85-a del Tratado de 
la Comunidad Económica Europea. 

La finalidad del Tratado e.E.E. en su articulo 2 
nos dice que: "es promover una expansión conti­
nua y equilibrada de la economf a, y hacer caer las 
barreras que se oponen a la unidad del merc~do 
europeo. En términos simples, el derecho franL ::-. 
busca, que las concesiones contribuyan a un me­
joramiento del servicio ofrecido a la clientela, en 
la medida en que se favorezcan la comercializa­
ción de los productos y los intercambios inter­
comunitarios. 

En resumen, en derecho europeo, los acuerdos 
de concesión exclusiva que tienden a favorecer­
los; responden sin lugar a dudas, a una de las con­
ciclones determinantes de licitud, en tanto que, en 
derecho francés esta condición no es suficiente. 

SfTUACION JURIDICA DE LAS EMPRESAS 
AFILIADAS POR CONTRA TOS DE CONCESION 

COMERCIAL EXCLUSIVA 
Es Indudable la Importancia que poseen las em­

presas afiliadas por . contratos de concesión exclu­
siva en el orden económico. A pesar de ello, no 
cuentan en Francia, con nlng(m tipo de reglamen­
tación que rija la materia, provocando esta situa­
ción, constantes conflictos entre las partes en­
weltas, por la diversidad de estipulaciones con­
tenidas en el contrato de concesión exclusiva. 

En este sentido, al no estar sometidas a ningún 
estatuto legal particular que precise tanto sus 
obHgaciones; como el carácter de sus relaciones, 
nacen los conflictos més agudos. Amparándose en 
la norma que establece que: "el contrato es la ley 
entre las partes", la situación jurfdica de las em­
presas queda determinada por el contrato que las 

une; el cual debe reunir los requisitos habituales 
de validez de las convenciones, exigidas por el 
derecho común contractual; especialmente, en lo 
concerniente al consentimiento, la capacidad de 
las partes, y la licitud del objeto en el sentido del 
articulo 1108 del Código Ovil. 

No obstante, no podemos circunscribimos sola­
mente a lo dispuesto por el precitado articulo; 
pues debido a su alcance, limltarfa puntos que nos 
Interesan esclarecer y precisar para la realiza­
ción de nuestro estudio. 

Trataremos en lo adelante los problemas crea­
dos por la afiliación de empresas, que ejecutan 
actividades interdependientes unas de otras; in­
terfiriendo, por este hecho, sobre su situación 
jurldica. Las examinaremos en periodo contrac­

tual y de la disolución del contrato, en caso de no 
renovación a la llegada del término estipulado en 
caso de ruptura. 
A. Situación de las empresas en et 

periodo contractual. 
Como en toda materia contractual, la situación 

de las empresas, durante la vigencia de la conce­
sión, queda determinada por la autonomía de la 
voluntad; en razón del vínculo de subordinación 

existente entre la empresa concesionaria hacia la 
empresa concedente. Las . relaciones de las 
partes, que poseen un carácter reciproco, no tie­
nen otra finalidad que atraer una clientela, 
dándole a conocer un determinado producto o mar­
ca, y de retenerla, haciéndola fiel a éste. · 

Por consiguiente, precisaremos su condición 
juridica en periodo contractual, para de esta for­
ma determinar tanto las obligaciones de las em­
presas concesionarias, como las de las empresas 
concedentes. 

1. Obligaciones de las empresas concesionarias 

Las concesiones exclusivas, llevan a cabo su fi­
nalidad, cuando la empresa concesionaria que 
tiene a su cargo la ejecución de determinadas 
obligaciones, modifica su comportamiento para in-



tegrarse en un sistema creado por el fabricante 
del producto o de la marca; donde la finalidad per­
seguida es prolongar las relaciones, hasta el esta­
do final de comercialización de estos. Es este tipo 
de contrato en el cual las cláusulas contenidas en 
él, son fuentes creadoras de múltiples y variados 
contenidos, engendrand,o obligaciones destinadas 
tanto a llevar a cabo la homogeneidad del sistema 
de distribución, en el mercado de un producto o de 
un servicio, como a realizar su comercialización 
en cuanto a las relaciones con la clientela. 

En consecuencia, separando las relaciones, las 
unas de las otras, y vista sus gran diversidad 
para estudiarlas, las tomaremos en consideración 
según las razones de actividad, asi como también, 
la naturaleza de un producto, que se traduce en 
obligaciones de hacer y en obligaciones de no ha­
cer. 

a. Obligaciones de hacer 
Si las clasificamos en obligaciones de hacer, 

aún esta forma de división nos resulta muy gene­
ral, tomando como denominador común a un con­
junto de estipulaciones. Las obligaciones de ha­
cer, de las empresas concesionarias, se dividen 
por una parte en: obligaciones procedentes de sus 
funciones en el mercado del producto o de la mar­
ca del concedente · por la coordinación de sus ac­

tividades; y una vez obtenido este resultado, por 
otra parte se dividen en obligaciones destinadas a 
captar la fidelidad de la clientela, respondiendo a 
ella sin fallos en el conjunto del mercado. Asl 
puede mantener la competencia con otros produc­
tos y marcas, para dominar el mayor sector posi­
ble en el mercado. 

1 ) Obligaciones procedentes de la función 
asignada a las empresas concesionarias en un 
sistema coordinado de comercialización de pro­
ductos y marcas del concedente 

En el contrato de concesión, se coordinan las 
acthlldades de las empresas concesionarias. Con 
el modelo a seguir que le otorga el concedeñte en 

cuanto al conjunto. Es ésta, la causa primera de 
los contratos, que se realizan con revendedores 
exclusivos del producto o la marca. Este objeti­

vo se traduce en obligaciones especificas, nume­
rosas, precisas y a menudo severas. 

De forma general, las concesionarias se com­
prometen a aplicar los métodos de venta y publi­
cidad establecidos por el concedente. 

Se establece en el contrato, la obligación por 
parte del fabricante, de asistir al concesionario y 
aprovislonarle en cuanto a técnicos e Ingenieros 
de su firma. Asi también, en lo concerniente a la 
promoción de ventas por medio de ~ersonas espe­
cializadas en el área que brindarlan al concesiona­
rio, la oportunidad de promocionar su producto In­
cluso, con la misma campat'ia que la casa 
concedente. 

Asl mismo, se compromete el concedente, a 
proveerle de todo cuanto sea documentos, pros­
pectos, listas de precios y demás cosas destina­
das a la difusión de los productos. El concesiona­
rio debe contar con un establecimiento atractivo, 
tanto exterior como interiormente, según las nor­
mas establecidas por el concedente para el con­
sorcio. 

De igual forma, sus establecimientos deben lle­
var su emblema oficial y los colores de la marca. 
El concesionario que no los haga aparecer en su 
establecimiento, no puede tener esta calidad a los 
ojos de la clientela, ni de terceros. Así como, si 
no posee en el establecimiento un catálogo de 
marcas, y las mercancias en exposición perma­
nente. 

Señala además el contrato, que al término de la 
concesión, él deberá retirar de la publicidad co­
mercial el titulo de concesionario de la marca y 
restituir a la sociedad todas las piezas, documen­
tos, papeles y demás, que le hayan sido remitidos 
para el ejercicio de sus atribuciones. 

Debe tener este concesionario una contabilidad 
en partida doble; y comunicar el balance de su 



cuenta a la sociedad a fin de cada ejercicio; te• 
nlendo a disposición de los inspectores de la so­
ciedad, todos los documentos contables, que per­
mitan verificar el estado actual de cuentas, los 
despachos efectuados, el fichero de la clientela, 
además de las provisiones en existencia al térmi­
no de cada trimestre. 

La verificación de la contabilidad de sus conce­
sionarios y del resultado obtenido al término de 
cada ejercicio, importa al concedente, porque es a 
menudo, acreedor de estos últimos y tiene cuen­
tas permanentes con ellos. 

A pesar de este lazo de conexidad que une al 
concesionario con el concedente, este último no 
compromete su responsabilidad, por el hecho de 
un concesionario. Esto asl, aunque el concedente 
tenga conocimiento del insolvencia de éste; porque 
"en toda circunstancia el concesionario trata a su 
nombre personal y es responsable de los compro­
misos hechos por él hacia sus clientes." 

Z) Obligaciones en relación a la clientela del 

producto y la marca 
El concesionario de un producto y de una marca 

o revendedor; debe efectuar un cierto número de 
servicios, requeridos muchas veces, por la natu­
raleza de los artlculos anunciados por el concen­
dente en la publici~ad. Existe impllcita esta obli­
gación, hacia una clientela que éste considera 
como suya, por estar atada a su fondo. De igual 
forma ocurre, en los sectores de distribución de 
productos manufacturados y de alta calidad, res­
pondiendo a clientes que no son en si los suyos 
propios, pero sl del producto y de la marca. 

Es a menudo especificado, que en razón de sus 
funciones de revendedor acreditado de una marca, 
el concesionario debe demostrar diligencia y se­
riedad en sus compromisos comerciales en rela­
ción a la clientela; para no echar abajo el crédito 
de la marca concedida. De igual forma, la situa­
ción financiera gravemente lesionada, de un con­
cesionario, puede constituir un justo motivo de 

ruptura del contrato de concesión exclusiva por 
parte del concedente. 

En el comercio de productos manufacturados 
que presentan una alta tecnologla, el concesiona­
rio, debe particularmente tener una instalación 
apropiada y un personal calificado; apto tanto 
para presentar al cliente el funcionamiento de un 
aparato, como para asegurar un servicio después 

· de la venta, en interés de la clientela. 
Por otra parte, el convenio contiene, la obliga­

ción del concesionario en relación al coeficiente de 
penetración; y de las cuotas que se ha comprome­
tido a comprar de forma periódica. Es asl como 
está en condición de suplir sin retardo las deman­
das de la clientela. 

En resumen, el concesionario, es responsable: 
tanto de la comercialización como de la venta de 
los productos puestos a su cargo por el conce­
dente. Responde por ellos en razón del derecho de 
propiedad del concedente sobre su marca. El con­
trato de concesión exclusiva le confiere la facul­
tad de disponer de ellos a su gusto, pero siempre 
que cumpla con las condiciones establecidas en él. 

b. Obligaciones de no hacer 
1) Obligación de no concu"encia 

El concesionario se obliga además, a no vender 
en el territorio contractual productos idénticos, 
similares o de sustitución, que puedan hacer com­
petencia desleal a los del concedente. De forma 
general, se abstendrá de realizar, todas las ac­
tuaciones que sean susceptibles de perjudicar los 

intereses del fabricante, dentro del territorio 
objeto del contrato. 

De una forma especial, se consigna en el con­
trato: que el concesionario se privará de repre­
sentar un tercer fabricante o vendedor de produc­
tos concurrentes nuevos o de ocasión, sea en 
calidad de concesionario, comisionista, represen­
tante, agente de comercio libre; tanto dentro 
como fuera del territorio contractual. Se abs­
tendrá por igual de fabricar o hacer fabricar por 



• Qoctrlna Abrll-Mayo 1992 Pég.20 

su cuenta y con fines de reventa, productos Idén­

ticos, similares o de sustitución a los indicados en 

el contrato, que son el objeto del mismo. 

El concesionario que desee revender por su 

cuenta productos no concurrentes en el curso del 

periodo contractual, deber, Informar al fabri­

c-,te o concedente de tal situación. Pero en todo 

caso, la actividad complementaria del concesiona­

rio, no debe constituir un obst,culo a la "ejecu­

cl6n puntual y diligente de sus obligaciones hacia 

su fabricante." 

En contrapartida del monopolio que le es atri­

buido en un sector, el concesionario tiene la obli­

gad6n de no vender ni directa ni indirectamente, 

una mercancla de la competencia, a excepción, de 

un acuerdo expreso con el concedente. En ausen­

cia de acuerdo, él sen\ culpable de una falta de la 

misma naturaleza, que aquella que puede ser im­

putada al concedente que acuerda una concesión a 

un tercero sobre un territorio ya concesionado. 

El contrato de concesión exclusiva, implica de 

parte de los concesionarios, una obligación de do­

ble \/fa y en estrecha correlación: actuar en el 

interés económico común de los miembros que 

componen el grupo, y no hacer lo que a éste le 

pueda causar perjuicio. Este compromiso se re­

suelve en una obligación de lealtad del concesiona­

rio, que puede dar origen a daflos y perjuicios, si 

es desconocida por él. Asl corno puede ser un jus­

to motiw de ruptura por parte del concedente. 

La obllgaci6n de lealtad del concesionario hacia 

los miembros del grupo y del concedente en par­

ticular, no se extingue con la llegada del término 

de la concesión. De Igual forma, es demandable 

por competencia desleal, el antiguo concesionario 

que recurre a una publicidad Imitada, de aquella de 

su antiguo concedente; en la venta de un producto 

similar concurrente. 

A fin de prevenir esos abusos, los contratos de 

concesión, contemplan generalmente, la prohlbi­

d6n de utilizar los signos distintivos de la marca 

y los colores del consorcio al expirar la conce­

sión. 
Por otra parte, el concesionario se obliga a no 

divulgar a terceros, los secretos de negocios y de 

empresas que le han sido revelados o los cuales él 

ha conocido por actividades que ha desempel'iado 

durante ese tiempo. Al momento de finalizar el 

contrato, se compromete a no sacar provecho de 

estos secretos ni en su provecho ni el de otro. 

En caso de violación a esta obligación, el conce­

sionario se expondría a una demanda en dal'ios y 

perjuicios que él causar, al fabricante, como a 

otros concesionarios por su hecho. 

2. Obligaciones de la empresa concedente 

a. Obligaciones procedentes de las relaciones 

contractuales establecidas por la empresa 

concedente con las concesionarias. 

1) Obligaciones de respetar la exclusividad 

hasta el término del contrato 

La obligación de exclusividad que nace del con­

trato de concesión comercial, es reciproca en lo 

que toca al fabricante del producto o la marca ob­

jeto del contrato; se obliga a vender exclusiva­

mente al concesionario dentro del territorio con­

tractual. Asl como a no vender los productos 

conceslonados a otros comerciantes. 

En caso de que el fabricante venda directamente 

productos a clientes domiciliados en el territorio 

delimitado al concesionario, el concedente debe: 

Primero: Informar Inmediatamente al concesio­

nario de las ventas y despachos realizados dentro 

de su territorio, y segundo: en contrapartida de 

las de las obligaciones y cargas resultantes de la 

concesión el fabricante entregar, una comisi6n a 

éste, porque su venta de forma cirecta le ha cau­

sado cierto perjuicio. 

La empresa concedente por otra parte, debe 

respetar la exclusividad acordada hasta el térmí­

no del contrato. Pues si el concedente divide un 

territorio concedido, acordando un derecho de re­

venta a un comerciante no concesionario, atenta 
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contra lo concebido, en el contrato original; y 
comete una falta motivo de la rescillaclón del 
mismo, a beneficio del concesionario. Lo mismo 
ocurre en los despachos de mercancfas, hechos a 
otros revendedores que no sean concesionarios en 
el perfmetro conceslonado. 
Z) Obligación de garant1a de e\4cción 

En calidad de vendedor, el concedente está obli­
gado en lo que toca al concesionario, a la garantía 
de evtcci6n y de los vicios de las cosas vendidas, 
como todo vendedor en relación al comprador. 
Consecuentemente, éste debe cubrir tos gastos a 
los cuales él habla estado expuesto por et hecho de 
su propia obligación de garantía hacia sus 
clientes, si ella ha sido puesta en juego, a 
propósito de un vicio de los articulas, aparatos o 
procllctos, de los cuales él ha recibido el monopo­
lto. 

Asf también, la sociedad fabricante de las 
m6qulnas (concedente), debe responder en calidad 

de vendedor profesional, de sus vicios, en las re­
laciones con el vendedor concesionario. Ella debe 
prlnctpalmente, garantizar a éste Oltlmo, de tas 
condenas pronunciadas contra él. 

A opinión de Jean Guyénot, la obligación de 
garantfa del concedente, se extiende a la evicci6n 
parcial del valor de los artículos tenidos en 
depósito por el concesionario como consecuencia 
de una baja s(Jblta de los precios decidida por el 
concedente, en detrimento del concesionario. 
B. Situación de las empresas a la 

expiracl6n de la concesl6n exclusiva. 

Como todo contrato, ta concesión exclusl­
va,llega a su fin, ya sea por la llegada al término 
estipulado en et contrato, no seguido de renova­
ción; por la ruptura del contrato concluido por un 
tiempo determinado; o por decisión unilateral, si 
6ste ha sido concluido por una duración Indetermi­
nada. 

En uno u otro caso, el fin de la concesión, origi­
na serlas dificultades contenciosas, pues se ponen 

en conflicto las reglas de derecho com(Jn contrac­
tual; y la necesidad de regular una equitativa pro­
tección de los intereses de las empresas compro­
metidas en las actividades dependientes; donde la 
ruptura de los lazos, puede ser causa de ruina por 
una parte, y de enriquecimiento indebido, por otra 
parte. 

El concesionario que ha sido expulsado o ha sa­
lido del c911sorcio, teniendo consciencia que él ha 
creado y desarrollado ta clientela del producto o 
de ta marca, en beneficio del concedente; se con­
sidera perjudicado, si una justa indemnización no 
le es acordada para compensar ta pérdida de 
clientela que él ha sufrido. 

Si se compara ta suerte del concesionario a la 
ruptura del contrato, con la de los representantes 
de comercio¡ agentes comerciales, protegidos por 
un estatuto legal especial, nos damos cuenta que 
el concesionario no está protegido como los ante­
riores, por un sistema legal particular. Es por 
ello, que debido a la oscuridad de la ley y en au­
sencia de regulaciones legales, al momento de ta 
expiración de la concesión exclusiva; las reglas 
de derecho común contractual son las únicas a 
prevalecer. 

Estas reglas del derecho comúh, son aplicadas 
por los tribunales, matizándolas con algunas dis­
posiciones jurisprudenciates; que reglamentan el 
caso de no renovación y de ruptura de 1~ conce­
sión. Además, tomándose en consideración ta 
suerte de tas mercancías en existencia, detenidas 
por éste. 
1. No renovación de la concesi6n a la 

llegada del término y ruptura en el 

curso del contrato. 

a. Llegada al término 
A la llegada del término convenido, tas partes 

contratantes, recobran su libertad. Una de ellas 
puede, por su propia voluntad, decidir unilateral­
mente no renovar el contrato de concesión exclu­
siva; y no hace más que ejercer un derecho, 



Doctrina Abrll-Mayo 1992 Pég.22 

porque no hay ninguna obligación de renovar un 

contrato una vez que éste llega a su fin. 

Los concesionarios privados de una circulación 

regular de cUentela, han tratado de obtener de los 

tribunales, que en ausencia de una falta que le sea 

Imputable, como justificativa de la decisión del 

concedente, de no renovar el contrato, se le com­

pense con una Indemnización por el perjuicio su­

frido al suspender el contrato. Los tribunales 

aplican el derecho corn.in contractual, sin recono­

cerles ni un derecho de renovación, ni una Indem­

nización compensadora de su pérdida de clientela. 

-Aplicación del derecho comUn contractual 

Aplicando las reglas del derecho común, los 

tribunales recuerdan a las partes contratantes el 
' articulo 11 34 del Código Civil, a los términos del 

cual, la convención tiene fuerza de ley para aque­

llos que la han suscrito. Aplicándose a ellas, no 

solamente en periodo contractual en la ejecución 

de sus obligaciones, ( Trib. Com. Marseille, 1 er. 

dec. 1960). 
De jurisprudencia constante, es admitido en 

Francia, que la no renovación de una concesión 

exclusiva, no constituye un abuso de derecho; 

pero si el ejercicio de un derecho contractual. 

(Com. 9 juill. 1952). 

El concesionario no puede, por más fuerte que 

fuere la razón, comparar su situación a la de un 

agente comerclal-prepos6 asalariado, para obte­

ner, a instancias de éste último una Indemnización 

calculada, a prorrata de la Importancia de la 

constitución de su clientela a instancias de su em­

pleador. "El concesionario no puede exigir la re­

novación de un contrato llegada su expiración" 

(Com. 9 juill. 1962). 

Al finalizar la concesión, la clientela pertenece 

al concesionario, Inclusive si ésta se desvla de su 

fondo. Cual que sea el efecto de la no renovación 

del contrato sobre la empresa y los negocios del 

concesionario; éste no puede invocar ni un desvfo 

de clientela, ni la garantf a verbal de renovación 

indefinida, ni tampoco, la antigüedad de sus rela­

ciones comerciales. (París 12 nov. 1962). 

Esta jurisprudencia, justificaqa en derecho es­

tricto, es igualmente desde un punto de vista 

económico, en razón de asegurar una mayor mo­

bilidad al sistema y permitirle al concedente 

adaptarse, luego de la ruptura, a las condiciones 

cambiantes del mercado. 

b. Caracteres jurisprudencia/es 

Sin pretender sustituir al legislador, los tribu­

nales, han intentado, primero tímidamente, des­

pués con más convicción, reducir la desigualdad 

de status entre los auxiliares de comercio (repre­

sentantes, agentes de comercio, etc., ... ) en rela­

ción al concesionario. 

En colaboración con el derecho común a que son 

sometidos, existen soluciones bastante próximas 

de aquellas del derecho Belga, consagradas por la 

Ley del 21 de julio 1 961, modificada por la Ley 

del 13 de abril de 1971 , que dispone que "no 

puede ser terminado un contrato de exclusividad 

si no es a través de un preavlso razonble o una 

justa indemnización a determinar por las partes al 

momento de la suspensión del contrato, en su de­

fecto, el juez actúa en equidad". 

En este sentido fue juzgado que "si en derecho 

estricto, el preavlso no es obligatorio ..• , el 

concedente debe observar un preavlso que un in­

dustrial o un comerciante correcto no debe dejar 

de hacer". (Paris 12 nov. 1962). 

En lo referente a la constatación de un contrato 

de concesión exclusiva, concluido por un ai\o, re­

novable por Uicita reconducción, y previendo que 

no puede ser suspendido, mas que en caso de falta 

grave de una de las partes, no ponen ninguna con­

dición a una negación eventual de renovación, que 

los jueces no pueden, sin desnaturalizar la con­

vención, pronunciar la resciliación. (Com. 3 j uill. 

1972, Bull. Civ. IV, No. 211 ). . 

De igual forma, la no renovación del contrato 

decidida sin consultar, a la llegada del término, 
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sin que las circunstancias dejen preveer esa 
eventualida<!, es susceptible de abuso y puede dar 
lugar a daños y perjuicios. (Com. 19 juill. 1965, 
Bull. Civ. 111, No. 460). 

la prueba del abuso está a cargo del deman­
dante, a diferencia del clerecho alemán, y como en 
derecho francés del trabajo. (Com. 15 dec. 1969, 
J.C.P., 1970, 11 16391, note J.H.). 

Los tribunales han acordado una indemnización 
al concesionario, víctima de una ruptura, 
apoyándose en el interés común del contrato. 
(Soc. 7 de dec. 1960, Bull. av. IV, No. 1141 ). 

la sentencia de la Corte de Apelación del 1 ro. 
de julio de 1972, aporta una contribución impor­
tante a la elaboración indispensable de una status 
legal, reconociendo que el contrato de concesión 
exclusiva, no es un simple contrato de venta. Es 
un contrato de colaboración que une el concesiona­

rio a la empresa concedente; creando obligaciones 
recíprocas e implicando una cierta estabilidad en 
las relaciones de ambos. 

b. Ruptura del contrato 

1) Contrato de duración determinada 
De jurisprudencia constante es admitido, que en 

caso de ruptura de un contrato de duración deter­
minada, el concedente compromete su responsa­
bilidad contractual, denunciando antes del térmi­
no, una exclusividad sin falta grave del 
concesionario. 

Una falta simple no basta. Un concedente no 
puede aprovecharse de una ligera falta de un con­
cesionario en la ejecución de una oblígación no 
esencial a la economía del contrato, para retornar 
su libertad cuando mejor le parezca, sin alcanzar 
el término estipulado, principalmente, en vista de 
sustituir un nuevo concesionario a aquel que des­
plaza. 

Esta forma de justicia privada, abusiva y arbi­
traria, ha sido criticada, mientras los tribunales 
decidieron que en período contractual, el conce­
dente no puede poner fin impunemente al contrato, 

a menos que sea en el caso de violación grave y 
repetida de las cláusulas esenciales de la conce­
sión, por la otra parte. 

2) Contrato de duración indeterminada 
En el caso de ruptura de un contrato de dura­

ción indeterminada, la apreciación del carácter 
abusivo de la denuncia, es determinante en la so­
lución del litigio. Pues es considerada abusiva, la 
ruptura decidida bruscamente, de forma intem­
pestiva por el concedente. 

El hecho de una ruptura abusiva da al concesio­
nario el derecho a reparación del perjuicio que su­
frió por la causa del concedente. Una indemni­
zación llamada "de ruptura abusiva" le es acorda­
da. Los jueces al momento de fijarla, retienen 
entre los elementos de perjuicio, la pérdida de la 
clientela, a condición de que el concesionario 
aporte la prueba. (Paris, 13 oct. 1967). 

Ahora bien, en ausencia de abuso constatado, el 

autor de la ruptura, no puede en revancha, obte­
ner daños y perjuicios. Ha sido así juzgado que la 
convención por la cual un fabricante confía, una 
duración indeterminada a la exclusividad de la 
venta de sus productos a una sociedad que los ha 
comprado para revenderlos, constituye no un 
mandato, de interés común; pero sí una concesión 
de venta exclusiva, a la cual cada una de las 
partes, puede en toda época poner fin libremente, 
bajo la sola reserva de no actuar de forma abusi­
va. 

En este caso, no es grave para el concedente 
haber cometido un abuso, anulando la concesión 
exclusiva en una época en que el concesionario 
pretendía recoger el beneficio de su esfuerzo. 
(Com. 26 juin. 1 972, Bull. Civ. IV, No. 205). 

En opinión de la jurisprudencia francesa, el con­
trato de concesión exclusiva de duración indeter­
minada es salvo abuso, resciliable en todo mo­

mento. Cuando la precariedad de la concesión, 
resulta de una cláusula autorizando a las partes a 
poner fin, con preaviso de tres meses. Resulta 
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frecuente en la práctica, la dificil admisión de un 

abuso de derecho de rescilíación, principalmente, 

por el concedente. 

2. Suerte de las provisiones retenidas 

por el concesionario a la expiración de la 

concesión exclusiva. 

Un último problema se nos pone de relieve, al 

momento de la terminación de la concesión exclu­

siva, concerniente a las provisiones o existencias 

retenidas por el concesionario al finalizar el con­

trato de concesión. Esas mercancias, representan 

a menudo, un valor importante inmobilizado que 

tendrán mayores dificultades para venderse sin el 

aporte de la concesión. Mientras que él ya las ha 

comprado, en vista de satisfacer sus obligaciones 

contractuales y las necesidades de su comercio. 

Algunos contratos incluyen entre sus estipula­

ciones, una cláusula de retención de las mer­

cancias vendidas al concesionario, por el cual, 

éste debe devolver al concedente los materiales y 

piezas de recambio, al finalizar el convenio. Aún 

así nos cuestionamos si es posible constrei\ír al 

concesionario para que retorne las provisiones al 

final de la concesión. 

Ante esta situación, dos tendencias se oponen en 

la búsqueda de una solución a la contienda: una 

procede de la aplicación pura y simple de la apli­

cación de las reglas del derecho contractual; la 

otra, tiene como finalidad, conciliar ambos inte­

reses buscando la equidad, tratando de justificar 

el retorno de las provisiones por el concedente. 

a. Aplicación del derecho común contractual 

1) Retención de las provisiones previstas en 

el contrato 
v 

Ninguna dificultad se presenta si el contrato ha 

previsto la retención de las existencias no vendi­

das por el concesionario a la expiración de la con­

cesión. En este caso, el concedente está en la 

posición de un vendedor bajo condición resoluto­

ria, puesto que el contrato prevee generalmente, 

que el precio de retoma de los artlculos no vendi-

dos, sea fijado de acuerdo a la tarifa de venta por 

el concedente al dia de la compra. 

Esta deducción se hace de los gastos de trans­

porte y seguro dejados a cargo del coocesionario; 

sea sobre la base de un hecho establecido por uni­

dad de cuentas, de manera que se pueda estable­

cer un precio medio de retorno, en la eventualidad 

de que algunos articulos que ya no son frescos, o 

que estén deteriorados figuren dentro del inventa­

río. 

Estas ventas efectuadas entre concedente­

concesionario están afectadas de una condición 

resolutoria implícita, por la mercancía que queda 

en el establecimiento a la expiración de la conce­

sión. 
No 'Jbstante, es permitido a las partes, derogar 

por una cláusula expresa esta regla, que no es de 

otra parte salida; más que de la intención presu­

mida de las mismas. 

Se plantea en relación a este hecho, si la 

cláusula de retoma puede ser asimilada a un pacto 

de retroventa contemplado en el articulo 1659 

del Código Civil. En efecto, la venta a consigna­

ción se caracteriza por una facultad de recompra 

que se reserva el vendedor; él retoma su bien, 

reembolsando al vendedor el precio y los gastos. 

Si él hace uso de esta facultad, la venta está 

resuelta, no hay una venta seguida de una reven­

ta, en sentido inverso; una sola venta ha sido con­

cluida, si se encuentra retroactivamente aniquila­

da. 

2, Retención de mercancias no prevista en 

el contrato 

Sobre el fundamento del derecho común con­

tractual, los tribunales no pueden en principio, 

hacer derecho a la demanda del concesionario en 

retoma de las mercancías no vendidas. El conce­

sionario ha comprado las mercancías, por lo tan­

to, él se vuelve propietario de ellas, inclusive si 

las ha comprado para satisfacer las cuotas pre­

vistas en el contrato de concesión; independiente-
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mente del tipo de estas últimas, él queda propie­
tario de las existencias no vendidas. 

En consecuencia, la mayorfa de las decisiones 
se pronuncian a este respecto, en ausencia de 
cláusulas de retoma. E1 concedente no tiene nin­
guna obligaci6n hacia la mercancfa que el conce­
sionario no hubiere vencido antes de la expiraci6n 
de la concesi6n. Se trata de una eventualidad (Jle 
él ha debido preveer, firmando un contrato que no 
estipulaba ninguna garantla de ese tipo. 

En resumen, cuando al momento de redactarse 
el contrato, las partes, de común acuerdo, pre­
veen un cierto número de obligaciones a cargo de 
cada una de ellas, y entre éstas figura la cláusula 
de ret°"la de mercancias al momento de la expi­
raci6n de la concesi6n exclusiva; no hacen más 
que expresar de un modo claro e inequlvoco la 
firme expresi6n de su voluntad. 

En cambio, si no establecen ninguna cláusula 
contemplando esta situación, el concesionario 
hace uso de su derecho de propiedad, sobre las 
mercanclas adquiridas del concedente, haciendo 
prevalecer un verdadero derecho de propiedad so­
bre las mismas. 

LA CONCESION COMERCIAL Y EXCLUSIVA 
EN LA REPUBLICA DOMINICANA 

A. Estudo de la ley No. 173 sobre 
proteccl6n a los agentes Importadores 
de mercadeñas y productos y sus 
modificaciones. 
El origen de la Ley No. 1 73 del 6 de abril de 

1966, procede de la necesidad de que el legislador 
dominicano encontrara una forma eficaz de pro­
teger a los concesionarios o representantes de 
lineas o productos extranjeros que una vez esta­
blecidos; y que luego de haber creado un mercado 
favorable en el pals, sin tomar en cuenta sus In­
tereses, fueran perjudicados, rescindiendo su 
contrato de forma injusta, intempestiva y unila­
teralmente; quedando privado de los beneficios y 

de una justa reparación. 
1. Definiciones 

Para precisar los términos en que se expresa la 
Ley, ella contiene en su articulo 1 ro. algunas de­
finiciones para su mejor comprensión, tales 
como: "concesionario", "concedente", "contrato 
de concesi6n" y "justa causa". 
a. Concesionario 

La Ley 173 en su articulo 1 ro., bajo el titulo de 
"Definiciones" nos puntualiza lo que debemos en­
tender por concesionario": "persona fisica o mo­
ral que se dedica en la República a promover o 
gestionar la importación, la distribución, o la 
venta, el alquiler o cualquier otra forma de 
tráfico o exportaci6n de mercaderías o productos 
de procedencia extranjera, o cuando los mismos 
sean fabricados en la República Dominicana, ya 
sea que actúe como agente, representante, comi­
sionista, concesionario, o bajo cualquier otra de­
nominación". 

Es decir, que para fines de la Ley, es concesio­
nario, tanto una persona fisica como moral, que 
realice negocios de explotación de productos o 
mercancías, nacionales o extranjeras en la 
República Dominicana. 

b. Concedente 
El concedente es la "persona física o moral, a 

quien el concesionario representa, o por cuya 
cuenta o interés o de sus mercaderías, productos, 
ejerza las actividades antes indicadas, ya sea que 
el contrato de concesión ha sido otorgado directa­
mente por dichas personas físicas o morales o por 
intermedio de otras personas o entidades que 
actúen en su representación o en su propio nom­
bre, pero siempre en interés de aquellas o de sus 
mercaderías o productos". 

De aquí se desprende, que el concesionario es 
toda persona física o moral que representa al 
concedente, o actúa por cuenta de éste en virtud 
del contrato de concesión. 

Pero aún no hemos definido lo que entiende la 
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Ley No. 173 por contrato de concesión. 
El artículo 1 ro. de esta Ley nos dice que: "el 

contrato de concesión es cualquier forma de rela­
ción establecida entre un concesionario y un 
concedente; mediante la cual el primero se dedica 
en la República a las actividades señaladas en el 
inciso a) de este artículo". 

Antes de continuar con el estudio de la ley, una 
vez definido lo que para la ley dominicana se en­
tiende como "concedente", "contrato de conce­
sión" y " concesionarios", precisaremos algunas 
de las principales obligaciones que conlleva el 
contrato de concesión comercial. 

1 ) ,.Obligaciones del concesionario al 
suscribir el contrato de concesión 

El concesionario, al momento de concebir el 
contrato de concesión; piensa en las ventajas que 
le reportará contar con un determinado producto o 
servicio en su establecimiento. Pero, asl como le 
son acordadas numerosas ventajas, también sus­
cribe una serie de obligaciones puestas a su car­
go, para llevar a cabo la ejecución del contrato. 
No obstante, esto no impide que por su parte, el 
concedente deba a éste ciertas garantías hacia la 
marca objeto de la concesión. 

Cuando las partes acuerdan el contrato, deben 
precisarse una serie de elementos que servirán 
para llevar a cabo una mejor ejecución del mismo. 
Debe especificarse: la calidad de las partes in­

tervinientes, las obligaciones pactadas para cada 
una de ellas, los productos que comprende la con­
cesión comercial y el territorio concesionado, en­
tre otras. 

a) No divuJgací6n de los secretos de la 

producción 
El concesionario, reconociendo que su relación 

tiene un carácter confidencial con su concedente, 
acuerda, durante la vigencia del contrato; y aún 
después de terminado; no diwlgar o permitir que 
se diwlgue, a persona alguna, a parte de sus em­
pleados, los secretos de la marca; datos técnicos, 

el "saber cómo hacer"; y demás secretos indus­
triales puestos a disposición del concesionario por 
el concedente, sin previa autorización de este 
último. Pero esta obligación, además del conce­
sionario, se transmite a los empleados del mismo. 

b) Control de calidad de conformidad con los 

standards para el uso de marcas de fábrica 
El contrato señala también, que los productos 

concesionados manufacturados, y vendidos por él, 
bajo las marcas de fábrica concesionadas; serán 
del mismo nivel de calidad que los manufacturados 
por el concedente; ejecutándolo de acuerdo con las 
instrucciones y estándares de calidad, suminis­
trados por éste, manteniendo los procedimientos 
de prueba e inspección necesarios. 

El concedente tiene derecho a inspeccionar la 
planta y las operaciones de manufactura del con­
cesionario, durante horas laborables, previa noti­
ficación; y tendrá derecho a retirar o requerirle 
al concesionario, que retire del mercado cualquier 
producto concesionado que no reúna los standards 
de calidad requeridos. 

c) Ayuda técnica 

El concedente acuerda proveer al concesionario 
toda la ayuda técnica requerida en la manufactura 
de sus productos. Tanto suministrándole servicio 
técnico y de ingenieria en la disposición de la 
planta fisica que alojará la industria, conio en la 
selección de maquinarias y equipos, asistiendo, 
consultando y cooperando con el personal en la 
manufactura, control de calidad, e inspección de 
los productos objeto del contrato. 

Igualmente, le proporcionará los consejos y su­
gerencias para desarrollar y mejorar las ventas 
de los productos concesionados, por medio de 
anuncios y promociones de venta. Así como en­
trenamiento al personal de su representante, fa­
cilitándole la ayuda de técnicos de su planta. 

Por su parte, el concedente, además de facili­
tarle asistencia para la realización de sus opera­
ciones mientras fuere necesario, se compromete 
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durante la duración del mismo, a suministrarle la 
técnica desarrollada por él. 

d) Remuneración minima 
El concesionario deberé pagar al concedente, 

una remuneración anual mtnima convenida por am­
bos por el uso de las marcas de fflbrica concesio­
nadas; y la técnica para la elaboración del produc­
to. Esta comprenderé además de esa suma, un 
porcentaje de los beneficios durante la vigencia 
del contrato; pagada generalmente, en moneda ex­
tranjera, a través del Banco Central de la 
RepC,bflca Dominicana. 

la ley no define expresamente, la base sobre 
la cual debe efectuarse la remuneración al conce­
sionario; pero lo més frecuente es el pago de co-

' misiones. Tampoco establece cuándo las comi-
siones son estimadas a devengarse. 

e) Libros de contabilidad, verificación, ven­
tas y beneficios 

Otra de las múltiples obligaciones a cargo del 
concesionario, es mantener libros de contabilidad 
completos y veraces; ademés los registros rela­
tivos a sus operaciones con respecto al contrato, 
teniendo derecho el concedente, durante horas la­
borables a inspeccionar dichos libros y documen­
tos, mediante un representante autorizado que 
constatará el monto anual de ventas y los benefi­
cios que le reporta la suscripción del contrato. 
Ademés de esto, le proporcionará un estado de 
cuentas trimestral de las ventas y beneficios de 
los productos concesionados. 

Ademb, antes del cierre de cada año calenda­
rio, proporcionaré al concedente los estados de 
cuenta anuales, certificados por un auditor inde­
pendiente autorizado. 

c) Justa Causa 

Continuando con el estudio de la Ley No. 173 del 
6 de abril de 1966, que en su articulo 1 ro. define 
la Justa causa como: "el incumplimiento por 
parte de cualquiera de las obligaciones esenciales 
del contrato de concesión, o cualquier acción u 

omisión de éste que afecte adversamente y en 
forma sustancial los intereses del concedente, en 
la promoción, o gestión de la_ importación, la dis­
tribución, la venta, el alquiler, o cualquier otra 
forma de tréfico o explotación de sus mercaderías 
o productos.Por lo tanto, se considera Justa cau­
sa, la C,nica forma válida, por la cual el conce­

dente pueda rescindir unilateralmente el contrato, 
sin comprometer su responsabilidad frente al con­
cesionario. 
2. Prohibici6n de rescindir el contrato o 
negarse a renovarlo, excepto por justa 
causa. 

El articulo 2 de la ley expresa que: "aC,n cuando 
en un contrato de concesión una cláusula por me­
dio de la cual las partes se reservan unilateral­
mente el derecho de poner fin a sus relaciones, el 
concedente no podrá dar por terminadas o resuel­
tas dichas relaciones o negarse a renovar el con­
trato a su vencimiento normal excepto por Justa 
Causa". 

Luego de definir lo que la Ley establece por 
Justa Causa, para los fines de la 173, se conside­
ra que es el C,nico motivo que exime de responsa­
bilidad al concedente, para finalizar su contrato 
unilateralmente, sin que esto dé lugar a la repara­
ción de daños y perjuicios por el concesionario. 

Resulta improcedente la invocación, por parte 
del concesionario, de la Justa Causa, como motivo 
de rompimiento del contrato de concesión exis­
tente entre ambOl5. 

Esta prohibición de rescindir unilateralmente el 
contrato, con la excepción ya indicada, es una de­
rogación al principio consagrado por el Código 
Civil, en su artículo 1 1 34, en relación a la fuerza 
de ley de las convenciones legalmente formadas 
entre las partes. 
3. Beneficiarios de la ley 

Se beneficia de esta reglamentación, todo con­
cesionario cuyo contrato haya sido rescindido, en 
caso de destitución, sustitución o terminación uní-
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lateral por parte del concedente. 
4. Derecho a indemnizaci6n y c"culo de 

la misma 
El concesionario tiene derecho a pedir una re­

paración de los daños y perjuicios causados por la 
ruptura, terminación o la negativa de renovación 
del contrato. Asl también, cuando el concedente 
se decidiese a fabricar, elaborar, empacar o en­
vasar sus propios productos, estableciendo sus 
propias oficinas de ventas.El dlculo de la indem­
nización se realiza teniendo en cuenta los si­
guientes factores: 

a. Las pérdidas sufridas por el concesionario, 
por causa de los esfuerzos personales que haya 
realizado._ en beneficio exclusivo del negocio que se 
le aparta. Asimismo, deben incluirse los gastos 
en que éste incurra producto de las indemniza­
ciones laborales, con motivo de la destitución que 
ha sufrido. 

b. El valor invertido por establecerse, los gas­
tos en que incurra, como ejemplo, el de alquiler, 
los productos fabricados por el concendente en el 

pals destinados al consumo nacional. 
S. Responsabilidad solidaria 

El arttculo 6, hace solidariamente responsable, 
a la persona ftsica o moral que se asocie al conce­
dente, en cuanto al pago de la indemnización de 
aquel que se haya asociado con el autor de la des­
titución o sustitución por acción unilateral y sin 
justa causa del concedente. 
6. Apllcacl6n del derecho comln 

En los articulos 7 y 8 la Ley No. 173, señala: 
que la competencia, la prescripción y el procedi­
miento, se regirán por el derecho común. Consa­
gra además, el carácter de orden público de la 
Ley. 

La Ley 1 73 del 6 de abril de 1 966, fue modfi­
cada por la 263 y posteriormente, p'or otras, que 
además de ampliar el alcance de las personas su­
jetas a la protección, conceden nuevQ_s plazos 

para realizar el procedimiento de registro del 

contrato de concesión, en el Departamento de 
Cambio Extranjero del Banco Central de la 
República Dominicana. 
7. Ley No. 263 del 31 de diciembre de 

1971 
Esta ley introduce modificaciones a la Ley No. 

173 sobre protección a los agentes Importadores 
de rnercaderias y productos. Expresa como la an­
terior en sus motivaciones; que el Estado Domini­
cano, no puede ignorar el número de personas 
flsicas o morales del exterior, que tan pronto 
como sus agentes o concesionarios han creado un 
mercado favorable a sus productos, sin causa 
justa, los revocan. 

Continúa destacando, la necesidad de establecer 
una adecuada protección a las personas que se de­
diquen en la República, a promover y gestionar la 
importación y\ o exportación, venta, alquiler, etc. 
de productos o mercanclas procedentes del ex­
tranjero; o cuando estos sean fabricados en el 
país en contra de las pérdidas y perjuicios que les 
pueda ocasionar la resolución injusta del contrato 

de concesión. 
Añade la Ley 263 a la anterior, la protección a 

los que se dediquen al transporte marltimo y\ o 
aéreo de las mercancias. Protege además, a los 
agentes o representantes de empresas extranje­
ras, que presten servicio en el pais, no importa 
su naturaleza, tales como: profesionales, técni­
cos, servicios de transporte terrestre, aéreo o 
marltimo. 

El articulo 1 ro. modifica las letras a), c) y d) 
del arttculo 1 ro.; la c) del articulo 3, el articulo 
4, 5 y el párrafo del articulo 6 de la Ley 173. 
Además agrega el artículo 1 O al texto original de 
la Ley. 

En el articulo 1 ro. de la Ley 173 las letras a), 
c) y d) contienen las definiciones del "concesiona­
rio", "concedente" y "Justa causa". La única ac­
tividad que no aparece en la anterior Ley, es la 
palabra "servicio" que amplía el campo de aplica-
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cl6n de los beneficiarios del contrato. 

También, establece la citada ley que el conce­
dente puede rescindir el contrato por justa causa, 
originado por el Incumplimiento de las obligaciones 
contractuales del concedente. 

Se establece aqui una limitación al principio de 

la libertad contractual, o de la autonomia de la 

voluntad, al señalar que las partes no podrán con­
venir validamente la ruptura unilateral del con­
trato de concesión, por parte del concedente, sal­

vo el caso de que se invoque la justa causa; y 
mis aún, dado su carácter de orden público. 

La letra c) del articulo 3 de la Ley No. 263 con 
' sus modificaciones agrega la frase "promociones 

de los servicios desarrollados en razón al presti­
gio comercial del agente". Esta disposición, al 
Igual que la anterior, amplia el campo de aplica­
ción de la Ley. 

Par& d cálculo de la indemnización, se toma en 
cuenta, tanto el valor de las mercancías, piezas, 
accesorios, etc.; como de las promociones que el 

concesionario haga en provecho del concedente. 
El articulo 4, de la ley 263 al añadir en su 

articulo 1 O, la palabra "servicios", enumera 

cano causante de indemnización, el establecer por 
su propia cuenta, oficinas, en las cuales realice la 

venta de aquellos servicios que compromete a los 
agentes. 

Señala el articulo 5, en cuanto a la representa­

ción del concedente de marca exclusiva, además 
de lo anterior, los servicios realizados tanto en el 

extranjero como en el pats. 

Al igual que la ley anterior, la ley No. 263, 
consagra la responsabilidad solidarla del agente 
que se asocie al concedente; ésta fue modificada 
sólo para agregar al texto la palabra "servicios". 

El articulo 1 O de la ley No. 263, nos Indica que 

para que el concesionario pueda beneficiarse de 
los derechos que le confiere la ley, debe proceder 
a registrarse en el Departamento de Cambio Ex­

tranjero del Banco Central, donde señalará el 
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nombre de la firma, su dirección, la linea de pro­
ductos que representa; y la tasa máxima de co­

misión que pueda percibir. 
El plazo para realizar el correspondiente regis­

tro, es de 90 dfas, a partir de la entrada en vigor 
de la ley y 1 5 dfas a partir de las firmas ser con­
tratadas. 

8. Ley No. 325 del 2 de mayo de 1972 

El plazo de 90 dfas a partir de la fecha de pu­
blicación otorgado por la Ley 263, resultó insufi­
ciente para que muchos representantes tuvieran 

la oportunidad de registrar el contrato; y tener 

derecho a la correspondiente indemnización. Por 
estos motivos, fue ampliado el plazo por la Ley 
No. 325 del 2 de mayo de 1972, que su único 

articulo prorroga por 90 dfas más, a partir de su 

publicación en el Registro del Contrato de Conce­
sión, en el Departamento de Cambio Extranjero 
del Banco Central. 
9. Ley No. 622 del 28 de diciembre de 

1973 
El legislador considerando necesario realizar 

ciertas modificaciones Introducidas a la Ley No. 

622 del 28 de diciembre de 1973, reforma la Ley 
No. 173, y le adiciona dos articulas; el 11 y el 

12. Además de la letra d) del articulo 3, y el 
articulo 7 de la ley 173. 

La modificación del articulo 3 en su letra d) nos 
dice: que en cuanto al cálculo de la indemnización 

se toman en cuenta, los beneficios brutos; pro­
ducto de las ventas de mercancias por el perfodo 

de los últimos 5 af'ios. Estos af'ios se consideran 

para que el concedente pague al concesionario, "la 
suma resultante de multiplicar el número de af'ios 
en exceso de 5 por la décima parte del promedio 

de beneficios brutos que hubiere obtenido, durante 
los últimos cinco af'ios de representación". 

En cuanto a la competencia, procedimiento y 
prescripción, según el articulo 7; serán los de 
derecho común. No obstante, deben cumplir con 
otros requisitos: 
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Debe realizarse una fase conciliatoria ante la 

Cámara de Comercio y Producción, antes de que 

las partes sometan el ejercicio de la acción al tri­

bunal con,petente. 

En el transcurso de los tres dias de recibir la 

solicitud, el Presidente de la Cámara, designará 

una comisión conciliatoria compuesta por tres de 

sus miembros, la cual en un plazo de 3 días, con­

vocará a reunión a las partes, a fin de conciliar 

sus intereses. Esta convocatoria debe hecerse por 

acto de alguacil; y los gastos de noti ficación co­

rren a cargo del solicitante, quien los enviará 

conjuntamente con su petición. 

Entre el día de la convocatoria y el de la reu­

nión, mediará un plazo no menor de 8 días fran­

cos, ni mayor de 30, aumentables en razón de la 

distancia, conforme a lo establecido en el articulo 

73 del Código de Procedimiento Civil. 

Las partes comparecerán, tanto personalmente 

como representadas por sus abogados y defen­

sores. Suministrarán a la Comisión, los documen­

tos y argumentos que juzguen pertinentes, o que 

fueren solicitados a estos por la comisión. 

Si no obstante, estar debidamente citada una de 

las partes, no compareciera, o no llegaren a un 

acuerdo, se levantará un acta de no acuerdo o no 

comparecencia, cuya copia a pena de nulidad en­

cabezará la demanda. 

Si por el contrario, las partes llegan a un 

acuerdo en esta conciliación, se procederá a le­

vantar un acta que contiene: los nombres, cédula 

de identificación personal, y demás, calidades del 

concedente y el concesionario, todas las cláusulas 

del acuerdo, y la firma de todos los presentes. 

Este procedimiento de conciliación previa, es 

similar al que rige los conflictos laborales, en los 

cuales es necesario; antes de llevar la demanda al 

tribunal, agotar el preliminar conciliatorio. 

Las sentencias dictadas por el Juzgado de 

Primera Instancia y la Corte de Apelación, no son 

susceptibles del recurso de Oposición, como de-

rogación al derecho común. 

El recurso de Apelación debe ser interpuesto en 

un plazo de 30 días, a partir de la notificación de 

la sentencia, siendo el plazo para introducir el re­

curso de Casación, reducido en esta materia, de 

dos meses, a un mes. 

La Ley impone a los jueces de Primera Instan­

cia y Corte de Apelación, la obligación de fallar el 

caso, dentro de los 30 días, contados a partir de 

la fecha en que el asunto quede en estado de ser 

fallado, so pena de ser sancionado, por el artículo 

165 de la Ley de Organización Jucicial. 

Además de las anteriores disposiciones, se adi­

cionan los artículos 11 y 1 2 al texto original de la 

Ley 173. El primero de ellos, señala que el 

concedente no puede establecerse en el pals, ni 

nombrar otro representante, si antes no ha llega­

do a un acuerdo con el concesionario; y luego, pa­

garle su correspondiente indemnización. 

Subraya el articulo 12, que para que un ex­

tranjero pueda dedicarse en la República a promo­

ver o gestionar la importación, venta, alquiler o 

cualquier otra forma de explotación de mer­

canclas o productos, procedentes del extranjero o 

fabricados en el país: actuando como agente, re­

presentante, comisionista, etc. debe haber fijado 

su domicilio en el territorio nacional, por un pe­

riodo de 4 años por lo menos, antes de iniciar las 

actividades. 

Si se trata de una persona moral, deberá estar 

organizada y constituida en la República Dominica­

na; y sus socios o accionistas deben ser dominica­

nos o extranjeros residentes en el país por espa­

cio de los cuatro años que anteceden a la fundación 

de la compañía. 
Los socios dominicanos, deben aportar no me­

nos de 66% del capital suscrito y pagado; canti­

dad que deberá mantenerse hasta la liquidación de 

la misma. 

Luego de ser cumplidos los requisitos ante­

riores, los interesados gestionarán ante la Secre-
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tarta de Estado de Industria y Comercio, la co­
rrespondiente licencia, para que el nuevo conce­
sionario pueda realizar sus operaciones en el te­
rritorio nacional. 
1 O. Ley No. 664 del 21 de septiembre de 
1977 

Tornando en consideraci6n que muchos concesio­
narios no habían, formalizado el Registro del Con­
trato de Concesión Comercial, la Ley No. 664 
amplia el plazo de registro, para facilitar esta 
operaci6n, al igual que la Ley No. 325. 

El articulo 1 ro. de la Ley No. 664, concede , 
plazo de 60 ellas a partir de su entrada en vigor, 
para que los concesionarios que no hubiesen for­
malizado su registro, puedan hacerlo en este pla­
zo; quedando asl modificado el articulo 1 ro. de la 
Ley 1 73 del 6 de abril de 1 966 agregado por la 
Ley No. 263. 

Indica la Ley, además de lo anterior, que las 
firmas que no efectúen su registro en este plazo, 
el Banco Central no deberá realizarle registro al­
guno. 

Por último, el articulo 4 señala que las resolu­
ciones de la Junta Monetaria son defin1tivas, en 

principio, y no son susceptibles de recurso alguno. 
Por lo tanto, cabe destacar algunos aspectos im­
portantes sobre la Ley No. 173 y sus modifica­
ciones. 

a. La ley no se refiere en particular a un tipo 
de mandatario o asalariado, sino que es en su re­
dacción bastante amplia, cuando abarca tanto a 
representantes, agentes, comisionistas, conce­
sionarios, importadores de mercaderías y pro­
ductos; asl como también, la representación de 
servicios. 

Aunque en este caso, no todo importador de 
productos y servicios puede asumir .la calidad de 
concesionario sino que podra hacerlo cuando actúe 
como tal, es decir, como representante y en fa­
vor de un tercero concedente. 

b. El registro establecido en el ar.ticulo 1 ro. 

para poder invocar la calidad de concesionario, 
sino lo efectúa; pierde su calidad además de la in­
demnización que podría serle acordada en caso de 
ruptura del contrato, sin causa justa por el 

concedente. 
c. La justa causa definida en el articulo 1 ro. en 

el acápite d) la Ley señala que esta es la única 
razón que da origen al rompimiento del contrato 
de concesl6n. Es una causa eximente de responsa­
bilidad, que sólo puede ser alegada por el conce­

dente. 
d. El término, según lo dispone la Ley No. 1 73 

en su articulo 2, estableciendo una· limitación al 
principio de la libertad contractual, pues las 
partes aunque pueden convenir en su contrato, 
toda suerte de cláusulas y obligaciones; no pueden 
ellas decidir la ruptura unilateral del contrato a 
excepción de por justa causa, o sea que el contra­
to de concesión se considera concluido por tiempo 
indefinido; en razón de que la no renovación del 
mismo da lugar a una demanda de indemnizacioo 
del concesionario. 

e. El articulo 6 de la Ley hace solidariamente 
responsable al concesionario que se asocie a la 
sustitución o destitución del concesionario sin 
justa causa, de forma unilateral por el conce­

dente. No debe asociarse a otros concesionarios, 
el concedente hasta el pago de la referida indem­
nización. 

f. En cuanto a la exclusi~dad del contrato de 
concesión, trata el artículo 5, pero sólo se re­
fiere a los productos y servicios que comprende, 
nada existe en este sentido y debe ser expresa­
mente señalado el carácter de exclusividad del 
contrato. 

g. Por último, el articulo 7 de la Ley 173, 
modificada por la Ley 263, establece que el pro­
cedimiento competencia y prescripción se regirá 
por el derecho común. No obstante, considera al­
gunas particularidades, en cuanto al preliminar 
conciliatorio y las vías de recurso, quedando la 
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oposición cerrada y en cuanto a la apelación y 
casación, esos recursos deben ser interpuestos 
dentro del plazo de un mes, a partir de la notifica­
ción y fallado dentro de este mismo plazo; es de­
cir, en los 30 das después que el asunto esté en 
estado de fallo. 

CONO.USION 

El concesionario exclusivo francés, es un co­
merciante independiente que realiza compras de 
cierto tipo de mercancías y productos, 
acordándole el concedente o fabricante, la exclu­
sividad en la venta de estos productos, en un sec­
tor deter!:!'linado; sujetándose ambas partes al 
cumplimiento durante la vigencia del contrato a un 
cierto número de deberes y obligaciones. 

No se trata en el caso del concesionario, de un 
comerciante libre en su totalidad para comerciali­
zar con los productos que adquiere de su conce­
dente; sino que el contrato en si mismo contiene 
una reglamentación especifica sobre el marco de 
sus actuaciones, entre estos: la organización del 
establecimiento, la poRtica de ventas, la organi­
zación contable de la empresa, el tener una canti­
dad mínima de existencias y renovarlas regular­
mente; asi como de no penetrar en la zona de con­
cesión designada a otros concesonarios. 

No todas las estipulaciones se enmarcan dentro 
del ámbito de los deberes y obligaciones. Su con­
cesión le reporta una serie de beneficios como 
son: la posición prestigiosa con que cuenta en el 
mercado, la utilización de los emblemas y distin­
tivos de la marca en su establecimiento, con un 
producto altamente conocido; lo cual le asegura su 
posición con la clientela. 

El concedente tiene la obligación de confiar en 
el concesionario que ha elegido para que lo repre­
sente en el mercado; así también, está obligado a 
respetar la exclusividad que le acuerda en un sec­
tor determinado. 

Todas estas obligaciones mutuas acordadas por 

las partes, no son más que el fruto de la expre­
sión firme de sus voluntades. Al no existir en 
Francia ningún tipo de estatuto legal que defina el 
carácter de sus obligaciones, el contrato de con­
cesión exclusiva, es la ley entre las partes, y el 
mismo deberá cumplir con los requisitos de vali­
dez de todo contrato, como son: consentimiento, 
capacidad de las partes para contratar y la licitud 
del obj eto. En ausencia de una legislación es­
pecifica en este sentido, el contrato se encuentra 
regido por la autonomía de la voluntad. 

Esta voluntad libre de las partes, se encuentra 
limitada por la restricciones impuestas por el 
Mercado Común, opuesto a las restricciones que 
limitan la libre concurrencia en los mercados; 
prohibiendo todos los acuerdos entre las empresas 
que puedan afectar o impedir la competencia den­
tro de sus países miembros; asi como también, la 
explotación abusiva y dominante, de una empresa 
sobre otros con mayor poder económico. 

En Francia se asimila la negativa de vender a la 
práctica de precio incito; aunque toda negación de 
vender, no es constitutiva del delito, es necesario 
para su configuración que el comerciante se haya 
rehusado a satisfacer las demandas de uno de sus 
compradores, en la medida de su disponibilidad. 

Al concluir su contrato las partes convi!3nen 
una serie de cláusulas que tienen por objeto, 
además de regular su situación durante la vigencia 
del contrato, porque no podemos hablar de conce­
sión exclusiva, mas que si se otorga al contrato 

un monopolio de reventa en un sector determina­
do; el cual obliga al concedente a abastecer de 
forma exclusiva a un distribuidor, teniendo como 
contrapartida, la obligación recíproca del conce­
sionario de comprar exclusivamente del conce­
dente, los productos que revende a la clientela, 
siendo este doble vínculo lo que origina el contrato 
de concesión exclusiva. 

La reglamentación sobre la concesión exclusiva 
nace en nuestro país, por la necesidad del legisla-
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dor de organizar la situación en que los represen­
tantes de firmas radicadas en el extranjero, des­
pués de haber adquirido una clientela fija, y un 
mercado favorable en el país, eran destituídas in­
justamente por parte del concedente, que se 
apropiaba de esta clientela y del mercado, 
privándole de los beneficios producidos por su 
gestión. 

La Ley No. 1 73 del 6 de abril de 1966, modifi­
cada por la Ley No. 263 no define que se entiende 
por "concedente", "concesionario", "contrato de 
concesi6n" y "justa causa"; cabe destacar que •~ 
misma, no s61o se refiere a los concesionario!), 
sino que abarca por igual a los representantes,. 
agentes, comisionistas, importadores de merca­
derfas y productos; así como también la repre­
sentaci6n de senlicios. 

Seria il'11)0rtante que la Ley no sólo definiera al 
concesionario y al concedente, sino que definiera 
al representante exclusivo; el carácter de esta 
exclusividad, asl también como al agente de co­
mercio; pues en cuanto al carácter de exclusivi­
dad del contrato, debe ser establecido de forma 
expresa. 

Para que el concesionario pueda invocar la pro­
tección de la Ley, debe proceder a realizar el 
Registro del Contrato de Concesión, en el Depar­
tamento de Cambio Extranjero del Banco Central. 
Consideramos que no hay ninguna raz6n es­
pectfica, que impida al concesionario y demás be­
neficiarios, de protegerse de ella por no estar 
registrado su contrato. Además, de que esta for­
malidad, rara vez es cumplida al no existir meca­
nismos que permitan la constatación del mismo; 
en ausencia de reglamentaciones que penalicen a 
los representantes por su omisión. 

Se considera que el único motivo que ocasiona 
el rompimiento del contrato de concesión Imputa­
ble al concesionario o eximente de responsabilidad 
que sólo puede ser invocada por el concedente; es 

la Justa Causa. De otro modo, si el contrato es 

rescindido unilateralmente y de forma intempesti­
va y abusiva, el mismo compromete su responsa­
bilidad, siendo pasible de una demanda por daños y 
perjuicios. 

Consideramos esta indemnización una de las más 
justas en cuanto valora la labor realizada por el 
concesionario, creando una plaza y una clientela, 
que el concedente intenta apropiarle sin reparar 
equitativamente el daño causado. La Ley hace so­
lidariamente responsable al pago, a toda persona 
que se asocie a la destitución o sustitución del 
concesionario, que le sustituya como nuevo adqui­
riente. 

Existen algunas situaciones que no regula la 
Ley, como son: la situación de constatar que el 
capital suscrito y pagado pertenezca a socios do­
minicanos por lo menos en un 66%, pues la Direc­
ción General de Impuesto sobre la Renta, raras 
veces verifica esta situación, así como el man­

tenimiento de este porcentaje hasta la disolución 
de la compañía. Además de esto, el contrato con­
tiene generalmente, una cláusula sobre la no di­
vulgación de los secretos revelados con motivo 
de la concesión, que abarca, tanto al concesiona­
rio como a sus empleados durante el período de 
duración del mismo; y aún después de terminado 
el contrato en ausencia de reglamentación tegal 
sobre el asunto, las partes lo convienen de común 
acuerdo. 

El preliminar conciliatorio que deben agotar las 
partes antes de que la demanda sea interpuesta 
definitivamente ante los tribunales, es la forma 
más rápida de resolver los conflictos ya que es un 
procedimiento, que se lleva a cabo de una manera 
ágil y poco costosa, en comparación con la lenti­
tud con que nuestros tribunales dan solución a las 
demandas que se les presentan y al elevado costo 
que conllevan estos procesos. 

Por otra parte, el término contrato de conce­
sión establece una limitación al principio de la au­
tonomta de la voluntad, al señalar que las partes 
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no podrán convenir validamente sobre la ruptura 
unilateral del contrato de concesión, por parte del 
concedente, a excepción de que se invoque la Jus­
ta Causa, reforzado esto por el carácter de orden 
público de la Ley. En consecuencia, los contratos 
de concesión se consideran suscritos por tiempo 

indefinido. 
Por último, debido al notable crecimiento en el 

mercado de productos procedentes de contratos 
de concesión comercial, se hace necesaria una re­
glamentación que regule de forma eficaz las rela­
ciones entre las empresas concesionarias; en vis­
ta de prevenir todas la modalidades que pueda 
revestir el mismo; determinando de una forma 
más efectiv31 el alcance de estas relaciones co­
merciales. 
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SENTENCIA DEL 3 DE JUNIO DE 1992 
Laboral 

AQUIESCENCIA DEL ABOGADO. 
FALTA DE INTERES 

La Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, después 
de haber deliberado y vistos los textos legales invocados por 
la recurrente y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi­
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los do­
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de 
una reclamación laboral, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó el 8 de noviembre de 1988, una sen­
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara injustificado el despido y resuelto el contrato de 
trabajo que ligaba a las partes por culpa del patrono y con res­
ponsabilidad para el mismo; SEGUNDO: Se condena al Hotel 
Santo Domingo, a pagarle a L.F. las siguientes prestaciones: 
24 días de Preaviso, 228 días de Cesantía, 28 días de Vaca­
ciones; Prop. de Reg. Pascual y Bonificación, más TRES (3) 
meses de salario por aplicación del art . 84-ord. 3~ del Código 
de Trabajo, lodo en base a un salario de RD$575.)) pesos 

mensuales.- Más reclama el pago de días festivos laborados y 
dejados de pagar y el pago de 15 días laborados dejados de pa­
gar; TERCERO: Se condena al demandado al pago de las cos­
tas, ordenando su distracción en provecho de los Dres. Julio 
Aníbal Suárez y Joaquín Luciano, quienes afinnan avanzarlas 
en su totalidad:" b) que sobre el recurso de apelación inter­
puesto, se dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositi­
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclu­
siones de la parte recurrente, por improcedentes; SEGUNDO: 
Declara, como al efecto declaramos INADMISIBLE el pre­
sente recurso de apelación por falta de interés; TERCERO: 
Condena a la parte que sucumbe, HOTEL SANTO DOMIN­
GO y/o JULIO ALCANT ARA y/o CORPORACION DE HO­
TELES. al pago de las costas del procedimiento, ordenando su 
distracción en provecho de los abogados Dr. Julio Aníbal 
Suárez y Lic. Joaquín Luciano, quienes afirman haberlas avan­
zado en su totalidad"'; 

Considerando, que en su memorial, la compañía recurrente 
propone contra la sentencia impugnada, los siguientes medios 
de casación: Primer Medio: Violación del articulo 1351 del 
Código Civil por inejecución de su propio fallo; Segundo Me­
di2.: Violación del derecho de defensa por errónea aplicación 
del artículo 44 de la Ley 834 de 1978. Violación del artículo 
57 de la Ley 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo. Caren­
cia de motivos; 

Considerando, que en el desarrollo de los dos medios de 

casación; los cuales se reunen para su examen por su estrecha 
relación, el recurrente alega, en síntesis, que la decisión que 
ordena una comunicación de documentos, como la sentencia 
impugnada, es preparatoria, e implícitamente admite la regu­
laridad del recurso de apelación, en cuanto· a la forma; que por 
esa razón resulta incongruente que luego el Tribunal a-guo, 
declare la inadmisibilidad de la apelación, lo cual implica vio­
lar la autoridad de la cosa juzgada en lo que respecta a la ad­
misibilidad de dicho recurso; que el abogado que actuaba en 
representación de la recurrente en sus conclusiones por ante el 
Juzgado de Paz de Trabajo, formuladas en la audiencia del 29 
de abril de 1988 pidió que se acogieran las conclusiones del 
acto de la demanda; que de esas conclusiones el Tribunal a­
guo dedujo que no existía interés por parte de la demandada 
para recurrir en apelación y declaró inadmisible el recurso, por 
haber dado aquiecencia a la demanda, lo cual es completa­
mente falso; que esa actuación del abogado que representaba 
en ese momento a la recurrente no constituye aquiescencia a la 
demanda, en razón de que no tenía poder especial para proce­
der de esa forma: que además la realiz.6 antes de que intervi­
niera la sentencia, por lo que dicho asentimiento carece de 
causa; que la recurrente reprobó esas actuaciones realizadas en 
su ausencia, como resulta de haber apelado la sentencia; que 
actuaciones anteriores realizadas por dicho abogado, tales 
como solicitud de comunicación de documentos, pedimento 
de informativo testimonial, comparecencia a l Tribunal y peti­
ción de prórrogas de las medidas solicitadas, revelan que di­
cho abogado no tenía la intención de admitir las conclusiones 
de la parte contraria; que el artículo 44 de la Ley 834 de 1978 
aplicado por la Cámara de Trabajo para fallar como lo hizo, 
no es el texto legal procedente, porque no ha habido aquies­
cencia al fallo de primer grado y la recurrente tenía interés en 
apelar, por lo cual en dicha sentencia se violó su derecho de 
defensa; que al no ser tomada en cuenta sin un motivo valede­
ro, la solicitud de la recurrente de que se ordenara un informa­
tivo testimonial se violó el artículo 57 de la Ley 637 de· 1944 
sobre Contrato de Trabajo; que, además, la sentencia impug­
nada se encuentra desprovista de motivos, por lo cual debe ser 
casada; pero, 

Considerando, que la Cámara a-gua para fallar en el sentido 
que lo hizo, dió los siguientes motivos: que después de ha­
berse ordenado una comunicación de documentos, la recu­
rrente solicitó un informativo testimonial para probar la justa 
causa del despido, a lo cual se opuso la recurrida; que ésta, a 
su vez, propuso la inadmisiblidad del recurso de apelación por 
falta de interés de la recurrente, e invocó lo dispuesto por el 
artículo 44 de la Ley 834 de 1978, al alegar que la recurrente 
en el primer grado le dió aquiescencia a la demanda; que todo 
medio de inadmisibilidad tiene que ser decidido antes que 
cualquier otro pedimento; que en la audiencia celebrada por el 

Juzgado de Paz de Trabajo, el 29 de abril de 1988, la recu­
rrente concluyó de la siguiente manera: "Nos acogemos a las 
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conclusiones del acto introductivo de la demanda"; que las 
conclusiones contenidas en el acto introductivo de la demanda 
eran que se declarara rescindido el contrato de trabajo que li­
gaba a las partes por haber sido violado unilateralmente por la 
demandada, al despedir injustamente a la demandante, y que 
se condenara a aquella al pago de las prestaciones legales, a 
los intereses de las sumas resultantes, y a las cestas; que en 
vista de las conclusiones de la demandada por ante el Juzgado 
de Paz mediante las cuales reconoció como justos los recla­
mos de la demandante y dió aquiescencia a la demanda, al ele­
var su recurso de apelación carecía de interés, por lo que resul­
taba frusttatorio el informativo testimonial solicitado y debían 
acogerse las conclusiones de la recurrida, en el sentido de que 
se declarara inadmisible dicho recurso de apelación, conforme 
a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 834 del 1978; 

Considerando, que al formular sus conclusiones la parte re­
currente por ante el Juzgado de Paz, en los términos indicados, 
su abogado dió aquiescencia expresa a la demanda; que el 
mandato ad-litem del abogado no incluye la facultad de dar 
aquiescencia: que para poder proceder II una actuación de esa 
naturaleza, el abogado necesita estar provisto de un poder es­
pecial, a pena de denegación, en vinud de lo que dispone el 
artículo 352 del Código de Procedimiento Civil: 

Considerando, que la aquiescencia a la demanda es el acto 
por el cual el demandado reconor.e que las pretensiones del 
demandante están bien fundadas y la misma conlleva una re­
nuncia a la acción y no sólo al ejercicio de las vías de recurso, 
como sucede cuando se ttata de la aquiescencia a una senten­
cia: 

Considerando, que la parte recurrente no procedió a la de­
negación de las actuaciones de su abogado, para hacer anular 
esas conclusiones; que, en esas condiciones, su recurso de 
apelación era inadmisible, por falta de interés, como lo de-

cidió la Cámara a-gua, al acoger las conclusiones de la parte 
recurrida, y por aplicación del artículo 44 de la Ley 834 de 
1978; que como la Cámara a-gua no tenía que conocer del 
fondo de dicho recurso de apelación, no procedía ordenar la 
celebración del informativo testimonial solicitado por la parte 
recurrente; que la comunicación de documentos ordenada por 
la Cámara a-gua , no constituye un obstáculo para que esta pu­
diera acoger el fin de inadmisión propuesto por la recurrida; 
que los medios de inadmisión pueden ser propuestos en todo 
estado de causa y aún ser suscitado de oficio por el Juez, el re­
sultante de la falta de interés; que la sentencia impugnada con­
tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis­
positivo; que en consecuencia, los dos medios del recurso 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el tecurso de casa­
ción ... 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurídicas 
Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 
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